VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA DÉCIMA OCTAVA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 22 DE MAYO DE 2013, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 11 de la mañana con 20 minutos del día 22 de mayo del 2013, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Décima Octava Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, y a la cual se ha convocado. 

Por favor, señor Secretario, proceda. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. 

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los comisionados ciudadanos: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio. 

Señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cinco comisionados ciudadanos, existiendo el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario. 

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de esta Sesión es el siguiente:  

I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Décima Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el 06 de mayo de 2013, el 08 de mayo de 2013.

IV.    
Presentación del “Informe de Resultados de la Primera Evaluación Diagnóstico 2013 de la Información Pública de Oficio.” 

V. 
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de tres proyectos de resolución de recursos de revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a datos  personales.

VI.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 35 proyectos de resolución de recursos de revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

VII.
Asuntos Generales.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, está a su consideración esta Orden del Día.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más para proponerle a este Pleno, muy buenos días, que el RR.SIP.0481 pudiéramos posponerlo para la próxima Sesión, 0480 y 0481 acumulados, que lo pudiéramos posponer para la siguiente Sesión, hacer una serie de valoraciones jurídicas y de técnica, básicamente para darle certeza a la recurrencia.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Si no hay alguna otra observación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo con la Orden del Día presentada, simplemente se pospondría la resolución y se bajaría de este Pleno el Recurso 0481 y su acumulado 0482. Los que estén de acuerdo…

Perdón, 0480 y 0481; los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Orden del Día de esta Sesión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Décima Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno, realizada el pasado 08 de mayo del 2013.

Señores comisionados, está a su consideración el proyecto de esta acta.

Si no hay ninguna observación, además de las que se han hecho ya llegar a la Secretaría Técnica. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el proyecto del acta del 08 de mayo del 2013, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de acta de la Décima Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación del “Informe de Resultados de la Primera Evaluación Diagnóstica 2013 de la Información Pública de Oficio” por lo que solicito con la aprobación de este Pleno para que el Maestro Arquímedes Martínez López, Director de Evaluación y Estudios exponga dicha información.

Si nos hace favor Maestro Martínez.

C. ARQUÍMIDES MARTÍNEZ LÓPEZ, DIRECTOR DE EVALUACIÓN Y ESTUDIOS.- Buenos días señores comisionados.

En esta  ocasión, la Dirección de Evaluación y Estudios rinde al Pleno de este Instituto los resultados obtenidos en la Primera Evaluación Diagnóstico 2013, para lo cual durante los pasados meses de febrero a abril se verificó la calidad de la Información Pública de Oficio que los entes obligados difunden en sus portales de internet.

Lo anterior se realizó, con base en lo establecido en la Ley de Transparencia y de los criterios y metodología de evaluación, cuya última reforma fue aprobada en noviembre de 2012. Como ustedes recordarán, a raíz de estos ajustes, en el punto tercero del correspondiente acuerdo aprobado por el Pleno, se estableció que esta Primera Evaluación 2013 tendría un carácter de diagnóstico.

En la medida que la publicidad de los actos de los gobiernos y de todos los organismos públicos son una premisa fundamental para la construcción de una gobernanza democrática, misma que se caracteriza por el ejercicio del poder político, de una forma más abierta y participativa; me es grato informarles que en general, en promedio del desempeño de los entes obligados reporta un nuevo incremento de 5.3 puntos, respecto a la última evaluación realizada en 2012, con lo cual comienza a confirmarse un proceso de recuperación en los índices de desempeño competitivos en lo relativo a la calidad de la Información Pública de Oficio.

Este comportamiento ha sido posible, en primer término, gracias al esfuerzo de horas hombres que han aportado los funcionarios públicos que están involucrados en la primera línea de atención del entramado institucional de la transparencia. Me refiero, desde luego, a los responsables de las oficinas de información pública, pasando por el personal de apoyo y los enlaces de sus unidades administrativas, así como los funcionarios designados para atender las diversas laborares que hacen posible contar hoy con una información pública de alta calidad.

No menos importante ha resultado la voluntad política de los titulares de los entes obligados, así como del propio Jefe de Gobierno, quienes han mostrado ser aliados estratégicos muy valiosos para convertir a la transparencia en una verdadera política pública en el Distrito Federal.

Pasemos pues al análisis de los resultados:

En esta diapositiva, de la tendencia – por favor en la siguiente- en esta diapositiva se aprecia el desempeño global de los entes obligados en la calidad de su Información Pública de Oficio, atendiendo los diversos criterios y metodologías de evaluación que se han instrumentado de 2004 a la fecha; para contextualizar los resultados de esta Primera Evaluación 2013, cabe recordar que 2012 fue un año emblemático, porque este nuevo Pleno del Instituto aprobó dos actualizaciones a los criterios y metodologías de portales que implicaron pasar de 1022 a 1852 criterios, a fin de mejorar sustancialmente la calidad de la Información Pública de Oficio de los entes obligados de esta Ciudad Capital.

Las nuevas obligaciones de los criterios y metodologías de evaluación implicaron nuevos retos, toda vez que implicaron parámetros de evaluación más elevados para los entes obligados, a la par se tuvo que tampoco pueden olvidarse que este proceso de mejora se realizó en un contexto de relevo de mandos en la Administración Pública Local, merced del cambio de administración en el GDF, así el índice global del cumplimiento de obligaciones durante 2012 pasó de 66.7 en la primera evaluación a 73.2 en la segunda, cerrando en 78.7 sobre 100 en la tercera evaluación; para la Primera Evaluación Diagnóstico de 2013 se registró un promedio de 84.3 puntos sobre 100.

Al observarse tres incrementos consecutivos en las calificaciones de los entes obligados, respecto de la calidad de su Información Pública de Oficio, es posible afirmar que el proceso de internalización de los criterios y metodologías de evaluación comienza a permear en los funcionarios públicos en esta nueva administración del GDF; de igual forma, es posible afirmar que este Segundo Pleno del InfoDF ha dado los pasos adecuados para construir un marco institucional óptimo en donde existen herramientas escrupulosas para la medición de la calidad de la Información Pública de Oficio, así como altos estándares de exigencia, que son atendidas ya favorablemente por parte de los entes obligados.

Otro factor a destacar, es que el cambio de reglas ha sido internalizado por los entes obligados, incluso, más rápido de lo esperado; es decir, en menos de un año, debido al trabajo realizado por los funcionarios públicos y al amplio despliegue de acompañamiento institucional que este Pleno ordenó realizar durante esta etapa de cambio.

-Siguiente diapositiva, por favor-

En el análisis del desempeño de los entes por artículo de la Ley de Transparencia, se observa que los índices con el mayor nivel de cumplimiento, con 100 puntos, corresponden a las obligaciones específicas del Instituto y Tribunal Electorales del Distrito Federal, respectivamente y ésos están marcados en el Artículo 19.

Las obligaciones particulares de la Comisión de Derechos Humanos del DF, el Artículo 20 y las responsabilidades del InfoDF en el Artículo 22.

En contraparte, el análisis del menor cumplimiento –y esto fue en un índice de 65.7 puntos- corresponde al Artículo 18, el cual refiere a las obligaciones específicas de las delegaciones políticas. De hecho, el Artículo 18 es el único que presenta el área de oportunidad más grande en esta evaluación, respecto a los demás artículos, en donde se obtuvieron calificaciones por encima de los 82 puntos como se puede apreciar.

-Siguiente-

En el comparativo histórico de los índices de cumplimiento por artículos de la Ley de Transparencia, entre la Primera, Segunda y Tercera Evaluación 2012, vemos que en todas ellas se registraron incrementos en su desempeño, incluso al compararlo en la Primera Evaluación Diagnóstico 2013, en todos los artículos se observa una tendencia francamente ascendente.

Sin embargo, si comparamos la Primera Evaluación 2013 respecto de la Tercera de 2012, el menor incremento de tan sólo 0.5 se da en el Artículo 29, que se refiere al calendario de actualización que cada año deben de difundir los entes, lo que sugiere que este rubro de información se ha mantenido prácticamente sin cambios.

Por otra parte, se observa que los índices que registran un incremento positivo importante, en este caso de 12.0, es el que corresponde al Artículo 25, relativo a la ejecución de la obra pública y al Artículo 30, referido a los recursos públicos que recibe toda persona moral, organizaciones de la Sociedad Civil, sindicatos u otros por cualquier concepto. Le sigue también el cumplimiento del Artículo 27, referido a las obligaciones de la Contaduría Mayor de la Asamblea Legislativa, que registró un incremento positivo de 10 puntos cerrados.

-Siguiente, por favor-

Respecto al cumplimiento por órgano de gobierno, se observa que el mejor cumplimiento del índice global se registra en el órgano judicial, con un promedio de 96.1 puntos, seguidos muy de cerca por los organismos autónomos, 96.0 y del Legislativo con 89.0 respectivamente.

Por otra parte, en el ámbito del órgano ejecutivo se observó que la Administración Pública Central es la que mejor nivel de desempeño tuvo, pues obtuvo un promedio de 86 puntos, seguidos de los desconcentrados y paraestatales, así como de las delegaciones políticas.

-Siguiente, por favor-

De esta forma, en esta lámina, perdón, presentamos el índice global del cumplimiento de la información de oficio, se observa que el 10 por ciento de los entes públicos obtuvieron una calificación de 100 puntos, el 37 por ciento obtuvo un índice menor a 100 y mayor o igual a 90 puntos. El 47 por ciento registraron una calificación menor a 90 y mayor o igual a 60.

Y finalmente, sólo el 6 por ciento de los entes obligados registraron una calificación menor a los 60 puntos y mayor a cero puntos.

-Siguiente, por favor-

Dado el esfuerzo que les implicó a los 11 entes que lograron un índice de cumplimiento de seis puntos, es justo reconocer abiertamente la labor realizada por la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa, COMISA, el Fideicomiso Centro Histórico, el Heroico Cuerpo de Bomberos, el Instituto Electoral del Distrito Federal, el Instituto Local de la Infraestructura Física Educativa, la Policía Auxiliar, la Secretaría de Educación, Servicios de Salud y el Tribunal Electoral del Distrito Federal, ubicados en el primer lugar del ranquin.

El trabajo realizado por estos entes, nos indica que gracias al apoyo decidido de los titulares de estos organismos, conjugados con el profesionalismo de sus correspondientes equipos de colaboradores, es posible atender con niveles de excelencia el marco institucional vigente de la Información Pública de Oficio y por lo tanto se les exhorta a continuar trabajando bajo estos estándares de calidad y que el resto de los entes siga su ejemplo y esfuerzo.

-Siguiente, por favor-

En contraparte, dentro del grupo de entes que reportan mayores áreas de oportunidad, hay sólo seis entes que presentan índices por debajo de 60 puntos, mismos que se aprecian en estas diapositivas, que van desde la posición 82 a 87, que están marcados con rojo.

-Siguiente, por favor-

En el comparativo de índices de cumplimiento de las fracciones del Artículo 14, entre la Primera, Segunda y Tercera Evaluación 2012, vemos que se registraron incrementos en su desempeño, incluso al compararlo con la Primera Evaluación Diagnóstico 2013, se observa una tendencia ascendente, aunque no en todos los casos.

Veamos, en esta lámina, si comparamos la Primera Evaluación 2013 con la Tercera del año pasado, el menor incremento, incluso decremento de menos 1.9 puntos, se refieren a los datos de contactos con la OIP y el Comité de Transparencia, y ello puede ser un reflejo del índice de rotación que hemos tenido en estas áreas sustantivas de los entes obligados.

Por otra parte, se observa que la fracción que registró un incremento positivo importante, en este caso de 11.4 puntos, es el que corresponde a la fracción 17, relativa a los convenios y contratos.

-Siguiente-

En ésta, siguiendo con el análisis en esta lámina, si seguimos comparando la Primera Evaluación 2013 con la Tercera Evaluación 2012, el menor incremento, incluso decremento, de menos 8.5 se registró en la fracción XXIV, la cual refiere a los programas operativos anuales, mejor conocidos como los POA's y suponemos aquí que es por el proceso, precisamente, de aprobación y también de estarlos formalizando para poderlos subir a los portales de internet, así también con un decremento negativo de 0.9 puntos que se refiere a la fracción dedicada a los programas de apoyo subsidio.

En cuanto a los incrementos positivos, destacan con 9.8 puntos los referidos a las concesiones, licencias, permisos y autorizaciones con 7.7 puntos de incremento a las convocatorias y montos entregados y con un incremento de 6 puntos cerrados a la información financiera.

Finalmente –siguiente- en esta lámina se analiza el desempeño de los índices por temática del Artículo 14, tal que el menor incremento de 1.8 puntos se refiere al marco regulatorio; en contraparte, el mayor incremento obtenido con 6 puntos es el referido a los informes y programas emitidos en los entes.

-Siguiente-

Ahora, quisimos hacer un comparativo de lo que está pasando en las delegaciones, fundamentalmente porque son los entes que han tenido un comportamiento muy particular y son la primera línea, digamos, de atención que tiene a nivel del gobierno con la ciudadanía. Y en este contexto, planteamos que respecto a la calidad de la Información Pública a nivel delegacional, es importante destacar que estos órganos tienen responsabilidad en 771 obligaciones, del total de las 1832 posibles para los entes públicos; además de que son las instancias que interactúan directamente en la atención de las demandas ciudadanas en muy diversos asuntos públicos.

Como pueden observar en la diapositiva, se observa que el órgano político administrativo que registró el más alto puntaje fue la Delegación Miguel Hidalgo con 98.9 puntos, seguidos de la Delegación Álvaro Obregón con 98.9 y la Delegación Gustavo A. Madero que obtuvo 88.7 puntos. A estas tres delegaciones se les extiende un amplio reconocimiento y felicitación, al tiempo de que se les exhorta a seguir siendo ejemplo de que la transparencia en el Distrito Federal es una realidad con trabajo y dedicación.

Estos resultados toman un doble mérito si los comparamos con los obtenidos en la Tercera Evaluación 2012 y encontramos para destacar, que la Delegación Miguel Hidalgo en aquel ejercicio obtuvo 64.3, por su parte Álvaro Obregón traía 87.8 puntos y Gustavo A. Madero 58.6 y son las tres que tienen ahora un desempeño sobresaliente y que son dignos de destacar.

Pasemos ahora a lo que pasa, al desempeño de los partidos políticos en el Distrito Federal, ¿qué desempeño obtuvieron los partidos políticos? En esta diapositiva se observa que para el periodo 2009-2012 han registrado índices de cumplimiento, mayores que el resto de los entes obligados, particularmente en las tres últimas evaluaciones realizadas en 2012 los partidos políticos han registrado o registraron 74.9, 82.2 y 82.8 puntos respectivamente.

Mientras que los demás entes obtuvieron evaluaciones menores de 66.2, 72.6 y 78.5 respectivamente. Sin embargo, en esta Primera Evaluación Diagnóstico llama la atención que la evaluación obtenida por los partidos políticos tuvo un decremento a 78.8 puntos, cifra menor a la registrada en la Tercera Evaluación 2012, mientras que los demás entes obtuvieron una evaluación superior de 84.3, cifra superior con respecto a la obtenida en la Tercera Evaluación Diagnóstica.

Al respecto, observamos que hubo rotaciones también en las dirigencias de algunos partidos políticos y estuvieron también en relevo bastantes personas que se encargaban de las oficinas de información pública.

-Siguiente, por favor-

En el comparativo por evaluación diagnóstico, entre la Tercera Evaluación 2012 y la Primera Evaluación 2013, veamos que el mayor decremento fue para el Partido Verde Ecologista de México con menos 24 puntos; le sigue el Partido Revolucionario Institucional con un decremento de 22.2 puntos y el Partido del Trabajo con menos 10 puntos respectivamente.

Por otra parte, vemos que el índice que registra un incremento positivo importante de 15.2 es para Movimiento Ciudadano, le sigue Nueva Alianza con un incremento de 10.4 puntos. Por su parte, el Partido Acción Nacional se mantuvo prácticamente sin cambios en el nivel de desempeño, le siguió el Partido de la Revolución Democrática con un ligero incremento de 2.4 puntos.

-Siguiente, por favor-

En el análisis del índice global del cumplimiento de las obligaciones de transparencia por partidos políticos en el Distrito Federal, el Partido Acción Nacional registró el índice más alto de cumplimiento con 99.4 puntos, le sigue el Movimiento Ciudadano y el Partido del Trabajo con 91.6 y 82, perdón, sí Partido, okey.

Yo traigo otra diapositiva ahí, traigo otra diapositiva ahí, a ver, traigo Partido Acción, no, a ver, sí debe de haber una errata, yo los índices que traigo, precisamente son los siguientes y ya los habíamos planteado, los voy a plantear así en el orden decreciente que los traigo ordenados.

1. Partido Acción Nacional: 99.4

2. Movimiento Ciudadano: 91.6

3. Partido del Trabajo: 82.4

4. Nueva Alianza: 74.2

5. Partido Verde Ecologista: 70.4

6. Partido de la Revolución Democrática: 68.4

7. Partido Revolucionario Institucional: 65.2

Sí, bueno, ofrezco una disculpa, algo debió haber pasado a la hora de integrar esa versión, digo, es parte interna, pero, sí exactamente, pero ofrezco sí una amplia y sentida dispensa, pero ésos son los resultados que traemos y sí son congruentes, ¿no?

Y bueno, se destaca simplemente que el Partido Revolucionario Institucional registró para esta Primera Evaluación un menor índice con 65.0 puntos, ¿no?

Ahora, en las valoraciones por índice, por incisos, perdón, en esta lámina el índice de cumplimiento de los partidos políticos no registra con el máximo, ningún partido político se registró con el máximo puntaje posible, esto es con 100 puntos, en ninguno de los rubros para esta Evaluación 2013; además, al compararse con la Tercera Evaluación 2012 se presentan varios decrementos, siendo el más sobresaliente con menos 21.4 puntos, el relativo a los convenios de coalición y candidaturas común, así como descripción y monto de los cargos, remuneraciones y percepciones, con un decremento de menos 9.5 puntos.

En contraparte, los incisos mostrados en esta dispositiva que tuvieron un alto incremento, siguiendo la comparación ya mencionada con 19.3 puntos, es lo referente a los montos y recursos prevenientes de su financiamiento, así como el uso y destino de los mismos. Le sigue con un incremento de 12.5 a los contratos y convenios de adquisiciones, arrendamientos, concesiones y prestaciones de servicios.

-Siguiente-

Siguiendo con el comparativo de la Tercera Evaluación 2012 con la Primera 2013, el inciso que registró el mayor decremento con menos 48.8 puntos, fue el relativo a los montos de las cuotas ordinarias y extraordinarias para los militantes, le sigue con un decremento de menos 21.4 puntos, lo relativo a las metas y objetivos y programas de sus diversos órganos, así como también un decremento de 17.9 puntos a los informes de actividades del Presidente y Secretario de su Comité Ejecutivo respectivamente.

En contraparte, el mayor incremento significativo se presenta con 12.5 puntos en las resoluciones para garantizar los derechos de sus militantes.

-Siguiente-

Por último, en el análisis del cumplimiento por temática del Artículo 222 observamos que primeramente, en esta Primera Evaluación de 2013 no se registró el máximo puntaje por cumplimiento, de hecho la evaluación más alta fue de 95.2 puntos para la parte relativa a la normatividad. Si se compara la Tercera Evaluación 2012 y la Primera 2013 se observan varios decrementos, siendo el más significativo con menos 48.8 puntos los relativos a topes y aportaciones personales y lo relativo a las alianzas electorales con 21.4 puntos.

Por su parte, el incremento positivo se observa con 8.8 puntos en el caso de las finanzas de las organizaciones políticas.

Señores comisionados, este Informe de Resultados de la Primera Evaluación Diagnóstico de 2013 sobre la calidad de la Información Pública de Oficio que deben de difundir los entes obligados, realizados por la Dirección de Evaluación y Estudios a mi cargo, muestra en primer lugar que el aprendizaje institucional por parte de los entes ha sido más corto a lo ocurrido en otros procesos análogos en donde en promedio tomó poco más de un año recuperar el desempeño sobresaliente como los que ya comenzamos a registrar en esta evaluación.

Estoy convencido que esta circunstancia positiva se debe en gran medida al esfuerzo realizado por los funcionarios públicos involucrados en el entramado institucional de la transparencia y al valioso apoyo de acompañamiento institucional brindado por este Instituto a todos los entes obligados, al tiempo de que el marco institucional regulatorio en esta materia comienza a ser internalizado, tanto por los tomadores de decisiones como por los hacedores de políticas.

Por otra parte, existen indicios de que el Distrito Federal ha dado los pasos adecuados para avanzar en la conformación de un marco institucional óptimo, en el cual, además de incrementarse el nivel de exigencia en el cumplimiento de obligaciones por parte de los entes, estos últimos han reaccionado con mayor trabajo y empeño.

Otro indicio de que en el Distrito Federal se está consolidando un buen marco institucional, es que el órgano garante cuenta con las capacidades institucionales adecuadas para identificar, tanto los deficientes desempeños de los entes en la atención de sus obligaciones como a los que reportan niveles de excelencia. A los primeros se les sanciona en su desempeño, en tanto que a los segundos se les motiva y reconoce públicamente.

No me queda más que agradecerles por todo el apoyo y la confianza que le han brindado a esta área y no nos queda también más que corresponderles. 

Doy las gracias también al equipo de trabajo de la Subdirección de Evaluación, realmente han tenido cargas de trabajo exhaustivas y también al Área de Estadística para procesar todos estos resultados de una forma adecuada y poder presentar hoy estos resultados.

Gracias, es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias Director de Evaluación. Maestro Arquímedes Martínez.

Comisionado David Mondragón, está usted en uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, pues felicidades a la Dirección de Evaluación, muchas gracias por su trabajo también, pero sobre todo, muchas gracias a las oficinas de información pública, a los responsables, a los enlaces de las oficinas administrativas que son los que aportan la información que han hecho posible, que en muy poco tiempo tengamos, muy poco tiempo en relación con la experiencia del pasado, en las curvas de aprendizaje tengamos resultados tan buenos, y digo tan buenos, digo, si los comparamos con el pasado, hemos llegado incluso a niveles del 94 en promedio, dependiendo de los entes, pero recordemos, y eso es muy digno de subrayar, recordemos que el número de criterios con que se evaluaba en aquel entonces era un 80 por ciento menos de lo que ahora estamos evaluando.

Entonces, considerando -creo que es lo que hay que subrayar- considerando el cambio que se ha dado de administración y la rotación que ha habido en el personal de las OIP’s y enlaces de unidades administrativas y considerando la exigencia de estos nuevos criterios que aprobó ya este Pleno el año pasado y en este año aprobó también algunas modificaciones, creo que es muy loable el esfuerzo y obviamente para que no quede duda nosotros, los comisionados en este Pleno siempre hemos dicho que lo único que va a ser plenamente satisfactorio es el 100 por ciento.

Sin embargo, reconocemos el esfuerzo que se ha llevado y eso creo que nos da pie para pensar que los proyectos que tiene el Instituto, tanto en la parte de la Ventana Única de Transparencia van a ser realizables, creo que son viables, ¿no? Confío yo en ello por el esfuerzo que han demostrado los nuevos responsables y además también nos da pauta para pensar que el Gobierno Abierto, que es la fase siguiente en este esfuerzo que está realizando el Gobierno del Distrito Federal y todos los entes públicos y el Instituto mismo y que es además impulsado por organizaciones de la Sociedad Civil, también es posible y creo que es una nueva tarea que en el Instituto debemos de abordar en una colaboración con el Gobierno del Distrito Federal, particularmente a través de la Contraloría General y de la CGMA con quien tendremos la próxima semana o la siguiente, la siguiente, el 06 de junio, una reunión con el Contralor General para ver este asunto, ¿no?

Nos parece que es algo relevante y también otra cuestión que habríamos que abordar y que yo no quiero dejar de mencionar, pues es la revisión del número de evaluaciones que se realiza, porque en un momento en vez de ser benéficas tantas evaluaciones, cuatro al año, podrían empezar a entorpecer y llevarnos a unos índices, que trimestre a trimestre estuvieran variando como si fuera la Bolsa de Valores, que no mostrarían realmente en qué parte se va avanzando y qué áreas de oportunidad se tienen.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy breve. Creo que ya lo ha dicho magníficamente el Comisionado David Mondragón.

Sólo para, pues sí felicitar al Área de Evaluación por el trabajo que se ha hecho y sobre todo porque han mostrado una cualidad fundamental, que es el asunto de escuchar y la vez pasada que se presentó la última Evaluación de 2012, este Pleno, digamos, culminó a que se abriera una posibilidad de diálogo, precisamente con los entes que se hiciera un fuerte acompañamiento, precisamente, para poder cumplir con la calidad de la información pública que presentan, precisamente en sus portales y creo que este acompañamiento se dio, se hizo, me parece que el resultado que tenemos que sin ser, ¿no? Totalmente, digamos, indica que va subiendo la calidad de la información que presenta, digamos, todos los entes obligados de la ciudad y creo que precisamente esta cualidad de escuchar, de dialogar se va extendiendo también hacia los propios entes que escuchan y atienden las recomendaciones por parte de este Instituto y eso ha posibilitado precisamente, pues que vayamos subiendo nuestro índice en cuanto a la calidad de la información.

Me parece, en ese sentido, digamos, muy importante el trabajo que se ha hecho, yo solamente es para felicitar al área.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, primero me sumo a la felicitación que se hace a la Dirección de Evaluación y Estudios, a su Director, a sus dos Subdirectores y a todo el personal y también pues al gran grupo de evaluadores que son, digamos, pues los que hacen la talacha diaria y cotidiana, pues para cuando uno dice 1800 criterios a 140 sujetos obligados, nada más hacen una multiplicación y bueno, pues hay una cantidad y que, bueno, eso a veces se tiene, digamos, que estar observando y después obviamente corrigiendo, verificando, etcétera, etcétera, para que estas cosas, digamos, se puedan dar.

Ya lo decía el Comisionado Mucio en el informe, de una de las frases: “lo que no se mide no se puede mejorar.” A veces se nos ha dicho que somos muy exhaustivos, no sólo en los requerimientos de los recursos, sino, o de las denuncias, sino también somos muy exhaustivos y muy, en la calificación o en la evaluación, digamos, de los portales, pero aquí creo que partimos de que lo que no se mide no se puede mejorar, pero no por el simple hecho del número de cuánta calificación se tiene, porque entre mejores y mayores criterios se tengan, tenemos posibilidades de dar mayor calidad de información a los ciudadanos.

Eso creo que es lo más importante y lo hemos visto en el propio informe cómo las solicitudes de información se han venido estabilizando en un número de alrededor de 90 mil, pero lo que sí hemos visto que es una tendencia creciente, es las visitas a los portales a las secciones de transparencia y entonces obviamente si estamos viendo, digamos, el año pasado tuvimos 8 millones de visitas, digamos, a las secciones de transparencia, que ésta es, obviamente pues una forma más rápida, simple, de consultar información gubernamental, si la información ahí tiene calidad y digamos, satisface a los ciudadanos, pues obviamente las solicitudes tenderán a establecer o ya serán cosas mucho más especializadas o más concretas.

Entonces, yo creo que debemos insistir en este asunto, creo que hay una tendencia ascendente, como ya se mostró en  lo que se nos da, todavía como todo no es suficiente, tenemos que seguir trabajando y creo que las tres claves para que esto se pueda dar y que se empiezan a dar, es el proceso de capacitación, el proceso sobre todo en este tipo, el de acompañamiento, hay que seguir, continuar, reforzarlo en ese sentido, y también el del compromiso de las diversas autoridades, pues para llevar a cabo, digamos, lo que la ley marca y lo que el Instituto dentro de sus competencias norma y para eso creo que la firma de convenios que estamos haciendo con diversas dependencias y que próximamente haremos con el Ejecutivo, como él mismo lo anunció en el informe, pues van en este mismo sentido de seguir, digamos, mejorando la calidad y la cantidad de información, de información relevante, oportuna, ésa es la meta, la meta es, bueno, 100, ¿no? La meta es ésa, pero la forma de medir que eso se cumple, pues es con estos indicadores, ¿no?

Creo que es importante que el Distrito Federal vaya en este camino ascendente, está la perspectiva de que este año, a mediados del año, con posibilidades de que los resultados estén a principios o en el primer trimestre, pueda realizarse la métrica nacional de transparencia, y como todos sabemos, una de las cosas que se miden, pues es la calidad de los portales.

Creo que estamos en muy buen tiempo, tenemos buena tendencia pero, digamos, no hay que confiarnos, hay que redoblar esfuerzos para que esto se siga dando, hay que focalizar, tenemos las cosas focalizadas en qué fracciones hay ese tipo de cosas para trabajarlas más, aclarar a la mejor ahí más los criterios, tenemos tres o cuatro sujetos que tenemos que trabajar a veces hasta de su condición, estos los fideicomisos o el Consejo, que tienen situaciones anómalas que, digamos, no por eso, digamos, se les puede, digamos, exentarle el cumplimiento de la ley.

Yo acabo de hablar con el Subsecretario de Gobierno porque la persona que estaba en el Consejo Económico ya no va a estar y entonces sólo aparece que Finanzas se va a hacer cargo, yo le dije, como ustedes quieran hacerlo, el chiste es que el Consejo Económico Social tiene que subir la información.

Entonces, hay que atender, digamos, estas cosas que nos permitan, pues obviamente mejorar y simplemente recordar que ésta es una evaluación diagnóstica, por las situaciones que ya se han planteado, que creo que es lo más adecuado, idóneo y que en la evaluación que ya se inició, bueno, que está por iniciarse, ya será una evaluación, la Segunda Evaluación vinculante en ese sentido, con recomendaciones con plazos perentorios para cumplirlas, que obviamente pues seguirá estimulando y mejorando la calificación, pero siempre teniendo claro el acompañamiento de este Instituto.

Y la idea de que habíamos quedado y con eso termino, de valorar una tercera ya focalizada en algunos aspectos específicos, que sean a la mejor más relevantes en términos de información, programas sociales o no sé, ya se vería en su momento, digamos, ese tipo de cuestiones, pero creo que sí tendremos que -como ya lo planteó el Comisionado Mondragón- si lo plantemos en su momento a los diputados la posibilidad de revisar el asunto de las evaluaciones, el número y no sólo el número sin tipo de evaluación, porque unas pueden ser generales, otras pueden ser específicas y esto nos permita, digamos, tener un trabajo constante de evaluación y medición, pero que también no sofoque, digamos, al Instituto y a los propios sujetos obligados en la materia.

Simplemente, pues felicitar, felicitar a los sujetos obligados, a aquellos que han tenido mejores calificaciones, que aquí se han visto, no sólo los sujetos, sino los propios partidos políticos y como no, y como es siempre en esto, pues hay que seguir trabajando, no hay que bajar la guardia y la meta nuestra debe ser siempre la mejora permanente, ¿no?

Si no hay más, entonces se daría por recibido este Informe de las Evoluciones de Oficio, agradeciendo al licenciado Arquímedes, Director de Evaluación y a todo el personal de la propia Dirección y nuevamente felicitarlos por este trabajo.

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución de los recursos de revisión interpuestos ante nuestro Instituto, en materia de solicitudes acceso a datos personales y de acceso a información pública.

Como criterio establecido por este Pleno, iniciaríamos con los recursos en materia de datos personales, esos no han sido reservados por ningún Comisionado, pero le pediría a la Directora Jurídica pudiéramos pasar a la lectura de los mismos, es el Recurso de Datos Personales 0011. Si nos hace favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- El ente público es la Policía Auxiliar del Distrito Federal. Expediente RR.SDP.0011 de 2013.

Se requirieron tres copias certificadas del dictamen médico de invalidez total y permanente del particular, de un oficio del 10 de enero de 2013 y de los documentos mediante los cuales se reconoció su riesgo de trabajo y que se informara cuánto se le debía por su riesgo de trabajo.

Respecto del dictamen médico de invalidez total y permanente el ente público respondió que no obraba constancia dentro de su expediente personal y remitió copia certificadas del oficio requerido y del oficio para calificar posible riesgo de trabajo. Además, informó al particular que debía presentarse en las instancias de recursos humanos, con la finalidad de indicarle dónde se efectuaría el pago correspondiente.

El recurrente se manifestó inconforme porque no le entregaron las copias certificadas de su dictamen médico de invalidez total y permanente y no se le informó en copias certificadas cuánto se le debía de su riesgo de trabajo.

Ahora bien, del análisis a la respuesta al punto 1 se determinó que fue gestionada ante la unidad administrativa competente Subdirección de Recursos Humanos; sin embargo, el ente público se limitó a informar que no obraba constancia dentro de su expediente personal, siendo que en términos del Artículo 32, último párrafo de la Ley de la materia debió levantar el acta circunstanciada de no localización de los datos personales requeridos.

Asimismo, de la revisión al requerimiento 4 en relación con la normatividad aplicable se determinó que no se requirió el acceso a información de carácter personal en poder de la Policía Auxiliar, por lo que no era susceptible de atenderse por la vía intentada.

Sin embargo, en la respuesta impugnada el ente se limitó a informarle al solicitante que debería de presentarse en sus instalaciones con la finalidad de indicarle dónde se efectuaría el pago correspondiente, cuando debió comunicar de manera fundada y motivada que dicho requerimiento no constituía una solicitud de acceso a datos personales, en términos del numeral 43, segundo párrafo de los Lineamientos para la Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, motivo por el cual transgredió el principio de legalidad previsto en el Artículo 6°, fracción VIII de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de Aplicación Supletoria a la Ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ningún comentario, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0011 de datos personales, Policía Auxiliar el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente público es la Policía Auxiliar del Distrito Federal. Expediente RR.SDP.0013 de 2013.

Se requirieron tres copias certificadas de la baja voluntaria que firmó el particular con la Policía Auxiliar del Distrito Federal.

El ente público entregó tres copias certificadas del documento solicitado previo pago de derechos.

El recurrente se manifestó agraviado porque el ente no tenía por qué rayar con rojo las tres copias certificadas de su baja voluntaria, que firmó con la Policía Auxiliar para invalidarlas.

Sin embargo, del análisis realizado se determinó que el rayado en rojo referido por el recurrente es la rúbrica que le atribuye autenticidad a los documentos certificados y que en el caso en concreto de conformidad con lo expuesto por el ente recurrido, es parte del procedimiento interno que se realiza con la finalidad de proteger el contenido de los documentos y evitar su posible alteración.

En ese sentido se concluyó que la Policía Auxiliar garantizó el derecho de acceso a datos personales del solicitante.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ningún comentario. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0016, ah, 0013, sí, 0013, Policía Auxiliar el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente público es la Policía Auxiliar del Distrito Federal. Expediente RR.SDP.0016 de 2013.

Se formularon ocho requerimientos relativos al contrato de trabajo, hoja de servicios, aviso de baja, así como motivos por los cuales no se había cubierto al solicitante determinadas prestaciones.

En atención a los numerales 1, 2 y 4 el ente público entregó copias certificadas del contrato laboral y hoja de servicios del particular.

Asimismo, en el caso de los numerales 3 y 7 informó que no se localizó la documentación requerida y que en todo caso ésta se obtendría a través de un trámite.

Finalmente, en el caso de los requerimientos 5 y 6 se emitió un pronunciamiento. El recurrente no manifestó inconformidad de los puntos 2, 4 y 8 y en cuanto a los numerales 1, 3, 5, 6 y 7 señaló que no se contestaron adecuadamente.

Una vez determinado que la atención a los requerimientos 2, 4 y 8 no fue recurrida, su estudio quedó fuera de la Litis.

En ese sentido, del análisis a los requerimientos 3 y 7 se concluyó que el agravio del recurrente resultó fundado, toda vez que la gestión realizada en su atención resultó irregular por parte del ente al desconocer la obligación que le impone el último párrafo del Artículo 32 de la Ley de la materia y al no citar el fundamento legal que lo habilitaba para informar al particular que la documentación de su interés se obtiene a través de un trámite.

Por otra parte, del estudio a las respuestas a los puntos 1, 5 y 6 se determinó que los agravios del recurrente fueron infundados, pues además de que las rúbricas en el contrato proporcionado no invalidan su contenido, en el caso de los motivos por los que no se han cubierto al particular determinadas prestaciones, se determinó que no son susceptibles de ser atendidas a través del derecho de acceso a datos personales.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ningún comentario. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0016, Policía Auxiliar el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos ahora, señores comisionados, a los recursos en materia de acceso a la información que han sido reservados por alguno o varios comisionados.

Iniciaríamos con el Recurso 0367. Si nos hace favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal. Expediente RR.SIP.0367 de 2013.

Respecto de un elemento de policía adscrito a la dependencia, se requirió horarios de entrada y de salida, así como el lugar físico donde se registraban las mismas, la Dirección de Seguridad Estratégica del ente obligado respondió que la información solicitada era de acceso restringido en su modalidad de reservada, la cual fue ratificada por su Comité de Transparencia.

El recurrente se manifestó inconforme porque la respuesta era antijurídica, pues se argumentó la reserva de la información sin señalar en qué forma ponía en riesgo la integridad física de las personas, además de que no se hizo mayor consideración del por qué revelar la información solicitada pondría en peligro la vida y la seguridad de las personas, pretendiendo justificar que existía mayor daño en revelar la información que en conocerla.

Finalmente, indicó que lo requerido era información pública, pues eran los horarios laborales de entrada y salida de un funcionario asignado a la Jefatura y cuyo verificativo tenía lugar en un edificio público.

En ese sentido, del análisis a la clasificación emitida por el ente obligado y en la cual basó la respuesta impugnada, se determinó que la misma se encontró alejada del principio de legalidad, previsto en el Artículo 2° de la Ley de la materia, pues si bien la fundó en las fracciones I y II del Artículo 37, lo cierto es que no argumentó la forma en que dichas causales podrían verificarse.

Por otro lado, en cuanto a la naturaleza de la información solicitada, en consideración de este Instituto, no se determinó como restringida, pues únicamente se refiere al horario de entrada y salida de un servidor público y lugar en el que lleva a cabo las mismas. Lo cual, no pone en riesgo la seguridad del Distrito Federal, la vida o la salud de persona alguna, motivo por el cual el ente recurrido debe hacer entrega de la misma, previa desclasificación que haga el Comité de Transparencia.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta emitida por el ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias.

Yo propongo que el sentido de la resolución sea confirmar la respuesta del ente obligado. Esto porque derivado del análisis realizado en el proyecto de resolución, podemos observar que el ente clasificó la información solicitada, atendiendo al procedimiento previsto en la Ley de Transparencia, acreditando la prueba de daño correspondiente, que aunque breve esta prueba, lo importante es que señala los razones y fundamentos por los cuales no es posible la entrega a la información.

Considero que hay que tomar en cuenta que el Comité de Transparencia del ente obligado determinó clasificar la información como de acceso restringido en su modalidad de reservada, puesto que la información solicitada está relacionada con la divulgación de datos que ponen en riesgo la seguridad y la integridad física de las personas.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Yo estoy de acuerdo con el sentido del proyecto de revocar, de hecho quiero proponer más bien que se incorpore al análisis lo que señala el Artículo 4°, la fracción XVII que define quién es un servidor público y por qué le es aplicable y por qué esta información por sí misma debe ser pública.

Yo disiento respecto de la interpretación que se hace de la prueba de daño, yo creo que no es correcta la clasificación que hace el Comité de Transparencia, me parece que el análisis que hace el proyecto que se nos presenta es el adecuado, el correcto y yo creo que debe ser una información a la que sí pueda acceder mediante una solicitud de información; yo creo que la clasificación que hace el Comité de Transparencia no es correcta, ratificando la propuesta que le hace la unidad, finamente, administrativa correspondiente.

Por lo tanto, yo sí creo que debe ser revocar, que se debe dar la información, respecto de la motivación que puede tener la persona. Eso finalmente, eso es otra cosa, porque como lo recordamos finamente, desde el 6° Constitucional se establece que no tiene uno por qué andar diciendo para qué quiere la información, cuál es su motivo, interés jurídico, en fin, todo eso, después la ley por supuesto lo recoge también, lo desarrolla.

Entonces, yo creo que sí es una información que es accesible. Y por lo cual yo propondría mantener el sentido e incorporar el Artículo 4°, la fracción XVII.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, yo estaría de acuerdo con lo que argumentaba el Comisionado Mondragón, creo que el sentido debe ser confirmar.

A mí me queda claro que el horario de cualquier servidor público, perdón la redundancia, es público, si preguntan el horario del Comisionado Oscar Guerra, pues obviamente debe ser público, ¿sí? Su hora de entrada, su hora de salida, etcétera, eso y así.

Y también igual el Comisionado Torres, la otra parte de la motivación, digamos, no tiene, no me meto ni al análisis porque no tiene por qué decirlo, lo quiso decir, digamos, eso ni quita ni pone, digamos, al análisis en ese sentido. Lo que me gustaría, quedara a la discusión es el horario, dadas las funciones que se nos dice, desarrolla este funcionario público, en este caso creo que el horario sí debe ser reservado, porque puede poner dadas las funciones que cubre de escolta, pues en riesgo a la persona, si yo sé a qué hora entra, a qué hora sale, pues de alguna forma también estoy conociendo, digamos, el horario de la persona que cubre, digamos y escolta como una cuestión.

Y una escolta lo que hace es, finalmente, resguardar la vida de un funcionario público, ésa es su chamba, no otra, ¿sí? En ese sentido.

Entonces, yo creo que sí hay un causal de reserva, digamos, en la ley cuando nos dicen que los funcionarios públicos se deben poner su foto, sí, de todos, pero está la excepción que aquellos, digamos, que tienen alguna cuestión de seguridad pública, etcétera, ese tipo de cosas, pues pueden. Si yo sé a qué hora entra y sale, digamos, su escolta, pues puedo, digamos, a utilizar una estrategia para poder tener un acceso al propio escolta, ¿eh? No al jefe, al propio escolta y con eso, digamos, obtener información para después incidir con la persona que él, digamos, cubre, ¿no?

Entonces, creo que en ese sentido yo sí iría por confirmar, creo, lo que a mí me gustaría dejar claro es que los horarios de los funcionarios  públicos es un dato público, aquí hay una excepción, como son los causales de reserva, son excepcionales por las funciones que desarrolla este funcionario público.

Si no hay más, voy a someter a votación. Hay dos propuestas, una que es la que viene en el recurso, así la entendí, ¿no? Sólo haciéndole algunas, incorporar, digamos, para fortalecerlo, digamos, en ese sentido.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 0367 sea revocar, favor de manifestarlo.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 0367 el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo. 0367.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este recurso RR.SIP.0367/2013 es el siguiente:

La propuesta de que el sentido sea revocar: Un voto del Comisionado Alejandro Torres.

La propuesta de que el sentido sea confirmar: Cuatro votos de los comisionados Oscar Guerra, David Mondragón, Mucio Israel Hernández, Luis Fernando Sánchez.

Se estaría haciendo los ajustes al proyecto, a efecto de sustentar la confirmación de la respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso, el 0497.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El obligado es la Secretaría de Transportes y Vialidad. Expediente RR.SIP. 0497 de 2013.

Se requirió que se informara si la Secretaría otorgó algún permiso o autorización para que algún prestador de servicio público o privado de pasajeros hiciera base, parada o ruta en alguno de los retornos que se ubican en un lugar específico. En caso afirmativo, se requirió que se proporcionara copia del permiso o autorización.

El ente obligado respondió que de acuerdo con sus archivos se constató que la Organización Nacional de Transportistas Liberadores Unidos, Ruta 76 contaba con la autorización otorgada mediante oficio DGT4032/10 del 22 de julio de 2010 y proporcionó íntegro el mencionado oficio.

El recurrente se inconformó porque la respuesta fue incompleta y no correspondía a lo solicitado, ya que lo proporcionado no se advertía que la Ruta 76 refiriera la ubicación cuestionada.

Del estudio realizado se determinó que el ente obligado no se pronunció categóricamente sobre la ubicación geográfica por la que cuestionó el particular, ya que el oficio que proporcionó no hace referencia a la misma, por lo que el agravio del recurrente es fundado. Resultando procedente ordenarle a la Secretaría que se manifieste categóricamente sobre el punto geográfico referido en la solicitud.

Por otro lado, se advirtió que el citado oficio contiene información confidencial, misma que no fue protegida, pues se entregó de manera íntegra.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal por revelar información de acceso restringido.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando, está usted en uso de la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, de acuerdo con el sentido de la resolución; sin embargo, se sugiere suprimir la vista que se propone, ya que si bien de la copia del oficio DGT4032/10 que el ente obligado entregó al particular y del que se advierte que contiene la firma de la persona que recibió dicho documento, lo cierto es que ésta fungía como representante legal de la Organización Nacional de Transportistas Libertadores Unidos Ruta 76, Sitio 302 y Amarillos José María Xicotencatl, A.C.

Consecuencia, si bien la firma se trata de un dato personal, en el caso en concreto se refiere a un individuo en representación de una persona moral, por lo que se sugiere eliminar la vista propuesta en el proyecto de resolución y si nos vamos a la página 13, en la página 13 dice: “el ente obligado informó al particular que se dio una autorización,” es una autorización, entonces, quien recibe la autorización y ésa es la firma del representante legal.

Y si nos vamos al Artículo 24 de la Ley de Transparencia, en el tema de Información Pública de Oficio, habla de: “tratándose de concesiones, permisos o autorizaciones, a particulares” y entonces quien recibe, es como el que recibe recursos públicos, como quien recibe concesiones o autorizaciones, pues también entra en el mismo capítulo. En este caso reciben esa autorización por parte de la autoridad, como está recibiendo una autorización o una concesión, se tiene que entender por pública.

Entonces, la propuesta es retirar la vista.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo estaría de acuerdo, porque por ejemplo, aquí todos los contratos, bueno, aquí todos, pues muchas veces viene un representante, digamos, legal de las empresas y el contrato, cuando se entrega va con la firma del representante legal de las empresas, porque es lo que le da validez al asunto y aquí el acuse, pues también, digamos, lo que le da validez a un acto de autoridad, es un representante de una empresa moral, que recibió, por eso, es lo que te da certidumbre, digamos, de que esa, digamos, esa concesión o ese oficio fue recibido por esa persona moral en vía su representante legal.

Si no hay más, entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 0497, Secretaría de Transportes y Vialidad el sentido sea modificar y obviamente se eliminaría la vista por las razones ya expuestas, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Recurso de Revisión RR.SIP.0497/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, el 0457.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Finanzas. Expediente RR.SIP.0457 de 2013.

Respecto al trámite de devolución de los ingresos percibidos indebidamente y los que procedan de conformidad con el Código Fiscal del Distrito Federal y demás leyes aplicables, iniciado por el particular se requirió el número de oficio que le correspondió al formato con el que inició el trámite, fechas de envío y recepción, funcionarios emisores y destinatarios que siguió entre las distintas unidades que ventilaban el trámite.

El ente obligado respondió que la devolución de pagos indebidos debía realizarse a través del formato devolución de los ingresos percibidos indebidamente y los que procedan de conformidad con el Código Fiscal del Distrito Federal y demás leyes aplicables.

Por tanto, en virtud de ser un trámite de carácter fiscal, debe ser solicitado por el interesado o su representante legal.

El recurrente se inconformó porque no se entregó la información solicitada y porque la respuesta no se ajustó a los periodos de entrega. En ese sentido, del estudio realizado se determinó que el agravio primero fue fundado, debido a que la respuesta no guardó congruencia con lo solicitado, faltando lo previsto en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de Aplicación Supletoria a la Ley de la materia.

Por otro lado, al analizar la naturaleza de la información se determinó que puede ser atendida por vía acceso a la información pública, pues únicamente se solicitaron datos en relación a las actividades desarrolladas por la Secretaría de Finanzas.

Por otra parte, respecto del agravio 2, si bien no se advirtió que el ente recurrido haya notificado al particular la ampliación de plazo de la que se hizo uso, lo cierto es que al haberse consumado los hechos de forma irreparable, ésta deviene infundado, pero inoperante.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta del ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bueno, mi propuesta es para que el sentido de la resolución sea revocar en vez de modificar, ya que del análisis que se realice en el mismo proyecto de resolución, se desprende que el ente obligado incumplió con los principios de congruencia y exhaustividad, debido a que emitió un pronunciamiento que no tiene relación con lo solicitado.

Además de que se determina que el agravio esgrimido por el recurrente es fundado, debido a que el ente no respondió lo solicitado y para que este Instituto revoque la respuesta emitida para ordenar que emita otra en la que atendiendo a dichos principios responda categórica y congruentemente cada uno de los requerimientos del solicitante. La propia orden es clara cuando dice: “y ordenar que emita una nueva respuesta en la que responda puntualmente todos los puntos de la solicitud de información del particular.”

Y bueno, por la parte, un comentario, creo que estamos en un caso que ya lo hemos dado de calificar, gracias al Comisionado Mucio de raro, ¿no? En el siguiente sentido. Nosotros tenemos establecido que cuando hay un trámite, el trámite prevalece al acceso a la información.

Sin embargo, aquí es una cuestión, pues complicada, es un caso que, al menos en lo que yo recuerdo, no se ha presentado mucho, sino que es un solicitante que dice: “qué pasó con el trámite en cada uno de los puntos,” ¿no?

Y ahí el problema hacia el futuro, ¿no? Previendo esto, pues podría ser que todos los solicitantes de todos los cientos de miles de trámites que se realizan en el Gobierno del Distrito Federal, pues pidan la cuenta de cómo van y cuál fue el número de oficio y qué día se turnó y cuál fue el responsable, es algo que yo creo que debemos de analizar en la perspectiva de la reforma a la ley que tenemos, un puntito más para anotar ahí, porque tenemos que dejar claro el punto, hasta ahora, digo, la ley nos la pauta para la interpretación, ¿no? Pero podría establecerse en la ley que la información relativa al trámite es propia del trámite, ¿no? Propia del trámite y esto con la intención también de que el acceso a la información garantice, pues si bien la rendición de cuentas, pero que no ahogue al gobierno en un asunto de, que va a ser burocracia, ¿no? Enredada ahí, en el sentido de ver todos y cada uno de los pasos, o sea, tenemos que darle, efectivamente, el valor al acceso a la información pública y tenemos que analizar esto posteriormente.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo ahí lo veo totalmente al revés, porque si precisamente el solicitante está requiriendo la información de cómo va su trámite y en qué etapa es porque el trámite ya se hizo burocrático o ya está, y una forma de saber en qué momento está, es como agilizar a través del acceso a la información el tema, oye mi trámite cómo está; yo creo que ese es el sentido, yo creo que así se debe de mantener, sino sí estaríamos generando el tema de tárdate lo que quieras y contéstame cuando quieras, yo creo que es un punto.

INTERVENCIÓN.- (Fuera de micrófono, inaudible) 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No, no, respeto tus comentarios. Exactamente, ahí; y vamos por también por, ahí sí coincidimos con el Comisionado David Mondragón de cambiar la resolución de modificar por revocar, a foja 15 del proyecto se declara el primer agravio del recurrente como fundado, en razón de que se considera a foja 13 que lo respondido por el ente no corresponde con los requerimientos planteados en la solicitud de información, al haberse solicitado los causes entre los funcionarios encargados de llevar su trámite y no la manera de obtener la devolución del dinero pagado indebidamente, señalándose que al haber respondido de una forma en que lo hizo el ente obligado incumplió con los principios de congruencia y exhaustividad.

Más aún para respaldar este cambio de sentido a foja 15, como ya lo mencionó el Comisionado David Mondragón, tercer párrafo, se afirma que con lo señalado sería motivo suficiente para que esta autoridad resolutoria determine el agravio esgrimido por el recurrente como fundado debido a que el ente no respondió lo solicitado y para que este Instituto revoque la respuesta – y ya estamos ahí desde el propio desarrollo del recurso, lo señala- revoque la respuesta emitida para ordenar que emita otra en la que atendiendo a dichos principios responda categórica y congruentemente respecto al trámite.

Por lo que al no haber sostenido nada de la respuesta el sentido del proyecto debe ser revocar, sentido que se confirma al señalarse en la orden que el ente emita una nueva respuesta en la que responda puntualmente todos los puntos de la solicitud la información del particular; esto está en la foja 25.

En este punto también, hago una segunda propuesta para proponer el acotamiento de la orden, pues se considera que va más allá de lo solicitado por el particular, pues mandata al ente que emita una nueva respuesta en la que responda puntualmente todos los puntos de la solicitud de información del particular, en caso de que el trámite aludido por el particular haya sido concluido y en caso contrario de no haber concluido el trámite haga las precisiones a que haya lugar, debidamente fundando y motivando dicha circunstancia. Yo creo que estamos ampliando el tema de la solicitud.

De la lectura anterior, se advierten dos condiciones que no forman parte de la solicitud de información como son: Que se brinde la información en caso de que el trámite haya concluido o en caso contrario de no haber concluido el trámite haga las precisiones a que haya lugar. Por lo que se sugiere acotar la orden para que el ente emita una respuesta categórica debidamente fundada y motivada que responda a todos los requerimientos contenidos en la solicitud de información del particular simplemente; ya con eso se determina en qué etapa se encuentra el trámite correspondiente y ya se sabrá si ya concluyó o no concluyó el trámite, sea suficiente con lo que está solicitando el particular.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- (…) Estoy de acuerdo obviamente, sabía que lo iban a hacer, en revocar, sólo voy a meter mi cuchara en otro asunto de los trámites, pues sí, creo que un poder del acceso es un seguimiento de un trámite; ojalá, ya lo hay para algunas cosas, pues tuviéramos un gobierno más electrónico, que tú le das tu número de folio y te dice cómo va tu trámite, eso debería ser así.

Por ejemplo, la prioridad del Distrito Federal, uno puede meter su folio,  bueno, no es su folio, su número de averiguación previa y ver todas las actuaciones que hay, todas, todas, con un nip que le dan a uno, ¿no? Así debería ser en la mayoría de los casos, ¿no?

Así cuando uno manda un paquete de mensajería, da el folio y dice: Mira, ya llegó a Veracruz, de Veracruz subió al barco a tal hora, del barco, tal, tal. Así, por eso te digo, yo creo que en ese asunto de los portales ciudadanos y éste, así como el asunto que veíamos de que dado que las obligaciones de oficio están todos los trámites, que ojalá desde ahí, pudiese él: Uno, hacer el trámite si es posible, porque no siempre es posible, o iniciarlo a la mejor también; y la otra, la posibilidad de que él pudiera verificar el estatus de su trámite, digamos, en ese sentido y entonces sí, pero ahorita, pues vía.

Y eso de que recuerdo la sesión pasada, no me acuerdo de qué era, de una licencia de construcción que pidió que dónde quedaba y etcétera, el chiste es que el día que metió el recurso al otro día estaba la ventanilla única, sí, no, por eso, como tú mismo lo decías, al otro día ya estaba, digamos, el documento, ¿no?

Yo entiendo esto, pues no es lo ideal, si yo como administración no quiero que me estén preguntando todos los días de todos los trámites, uno, hago tres cosas; uno, agilizó los trámites; dos, doy información en un portal sobre los trámites y los hago más simples, ¿no?

Pero ya, bueno, esto es, digamos, otra discusión, me quedé, como de administración pública y…

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Nada más brevemente para redondear el comentario. Creo que hay muchas vías, entendemos que esta solicitud de acceso a la información es una forma, -así lo interpreto yo por lo menos- de presionar a las autoridades para que se agilice su trámite y creo hay otras vías porque todos los trámites tienen un procedimiento y tienen unos tiempos, quiénes son los responsables y en qué tiempo deben de pasar por eso; y el ciudadano realmente, incluso, en este momento no está indefenso ante eso, en caso de que él inicie un trámite y se pase de los tiempos establecidos en los procedimientos, él puede ir a la Contraloría de cada ente público y hacer la denuncia respectiva y ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y hacer su denuncia y entonces, agilizar y presionar para que se haga el trámite por vías que ya existen, ¿no?

Creemos que efectivamente el derecho al acceso a la información permite también presionar a las autoridades y también permite la rendición de cuentas, pero sí es algo que debemos de analizar y creo que además de lo que acabo de mencionar, que sí hay salidas para que el ciudadano no se quede indefenso, en la defensa de este derecho en la presión de las autoridades, pues existe lo que bien menciona el Comisionado Presidente, ¿no? Como proyecto ahorita que se está, es decir, no existe como proyecto, que se está trabajando que es el gobierno abierto y parte de ello importante, bueno, pues es el convenio que próximamente vamos a firmar con el Ejecutivo del Distrito Federal, donde estamos incluyendo esta parte de “Gobierno abierto, Gobierno electrónico” y que próximamente también lo vamos a ver con la SEGEMA, digo, es algo que se va a tardar un poquito, pero hay una salida hacia futuro y es importante tener consideradas estas opciones, estos proyectos, para en su caso, decía yo, ver cómo se puede afinar la ley.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, voy a someter a votación el recurso.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 0457 Secretaría de Finanzas, el sentido sea revocar en los términos ya expuestos, favor de manifestarlo, ah, bueno, perdón, y se ordene que el ente emita una respuesta categórica sobre los requerimientos del particular, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0457/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos a los recursos 0514 y sus acumulados.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, expedientes RR.SIP.0514 de 2013, 0537, 0538 y 0539 de 2013, acumulados.

Se requirió copia electrónica de la multa con terminación 9593, así como de las boletas de infracción con números de folio con terminación 5204, 5469 y 775.

Como respuesta el ente obligado otorgó el acceso a la multa en versión pública por considerar que el nombre y número de placa del agente eran reservados, mientras que la placa del vehículo era confidencial. Además proporcionó el acceso a las boletas en versión pública por considerar que la placa del vehículo era confidencial.

El recurrente se inconformó al expresar que se debía revocar la clasificación y ordenar la entrega en versión íntegra de las boletas, así como en el medio solicitado.

Ahora bien, del estudio realizado se determinó que el nombre y número de placa del agente que aparece en la boleta de infracción con terminación 9593, no se ubica en las causales de reserva invocadas por el ente obligado; es decir, Artículo 37, fracciones II y VII de la ley de la materia y no se acreditaron los elementos objetivos y verificables a partir de los cuales puede identificarse una alta probabilidad de dañar el interés protegido si se diera a conocer la información.

Por su parte, las placas de matrículas en sí mismas no contienen o no se conforman por información del propietario del vehículo y representan únicamente uno de los varios elementos con los que se comprueba el registro e inscripción de un vehículo. Por lo tanto, en el caso de las boletas de infracción, señala  los números de placa de los vehículos desvinculados del nombre de los propietarios, en el primer caso, porque la infracción se levantó en su ausencia y en los tres restantes porque la infracción fue captaba por un cinemómetro, es de concluirse que dichos números de placas no son susceptibles en clasificarse como confidenciales bajo ninguno de los supuestos previstos en el Artículo 38 de la ley de la materia.

Por lo tanto, la multa y boletas de infracción solicitadas no contienen información de acceso restringido y debieron proporcionarse íntegramente a través de medio electrónico gratuito ya que al atender una de las solicitudes, la Secretaría reconoce que la boleta está contenido en un formato electrónico.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y ordenarle al ente obligado que otorgue el acceso de forma íntegra a las boletas de infracción solicitadas en medio electrónico gratuito.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Propongo que el sentido de la resolución sea revocar la respuesta impugnada y ordenarle al ente otorgue el acceso de forma íntegra a las boletas de infracción solicitadas tal y como se dice en la orden.

Lo anterior, ya que en el análisis que se realiza en el proyecto de resolución, se concluye que ninguno de los datos que la Secretaría de Seguridad Pública pretendió clasificar de las boletas de infracción, constituyen información de acceso restringido y que por lo tanto, de acuerdo con lo solicitado por la particular en el escrito inicial, procede ordenar la entrega íntegra de las boletas de su interés y en el medio solicitado. Puede, pues efectivamente en la respuesta contenida en el oficio OIP/DET/OM/SSP/1170/2013, el ente obligado señala que la boleta está contenida en un formato electrónico.

Es importante señalar que el agravio del particular es respecto de la modalidad de entrega “medio electrónico” y en este caso, el ente señala que cuenta con la información solicitada en formato electrónico y como ya se ha resuelto en este Pleno, los entes deben proporcionar la información en la modalidad elegida por el particular inicialmente, obviamente, en caso de que así la tengan y este es el caso precisamente.

Lo anterior, sin que pase desapercibido para este órgano colegiado que además de como se ha visto, el ente obligado pretendió otorgar el acceso en versión pública, la boleta de infracción con número de folio “x”, no obstante que es susceptible de entregarse de manera íntegra.

Luego entonces, para estar en armonía con el análisis que se realiza en el proyecto de resolución y acorde con la orden, propongo que el sentido de la resolución sea revocar.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Estaríamos de acuerdo, por lo que entiendo.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 0514 y su acumulado 0537, 0538, 0539 Secretaría de Seguridad Pública, el sentido sea revocar en los términos expuestos, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Perdón, perdón, gracias. Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito  Juárez, expediente RR.SIP.0483 de 2013.

Se solicitó copia en versión pública de los libros de ventanilla única en los que se recibieron todos los ingresos en febrero de 2013, respecto a manifestaciones de obra, alineamientos, números oficiales, registro de obra, así como las terminaciones de obra y en los que se otorgaron el uso y ocupación en ese transcurso.

Por su parte el ente obligado ofreció consulta directa de los libros de gobierno, en virtud de que éstos eran utilizados diariamente para consultas directas, descargado de respuestas emitidas por las áreas resolutorias y para que los interesados firmaran al recibir las promociones o conclusiones de su trámite.

El recurrente se inconformó con el cambio de modalidad de la entrega de la información requerida, en virtud de que no se encontraba debidamente fundada.

Ahora bien, del estudio a la respuesta impugnada en relación con los agravios expuestos por el recurrente, se advirtió que le asistió la razón en virtud de que si bien el ente recurrido señaló el precepto legal que sustentaba la determinación adoptada, lo cierto es que no existió una debida motivación para el cambio de modalidad de la entrega de la información, contraviniendo en su perjuicio el principio de legalidad.

Asimismo, concluyó que no se sometieron los libros solicitados a consideración del Comité de Transparencia aún y cuando ello resultaba procedente.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución; sin embargo, en el proyecto se afirma que en caso de que se  advierta, que un documento contenga información de carácter confidencial, se deberá elaborar una versión pública.

Sin embargo, en el presente asunto no se señalan los motivos del por qué se llega a determinar a ordenar esto al ente público, por el cual se debe elaborar una versión pública, por lo que se sugiere a efecto de emitir una resolución debidamente fundada y motivada, el análisis de qué es lo que contienen estos libros, dónde y cuándo pueden contener información confidencial como puede ser el domicilio, firma, nombre del propietario, a efecto de justificar la orden que estamos dando.

¿Si no hay más?

Voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 0483 Delegación Benito Juárez, el sentido sea revocar, simplemente, fundando y motivando por qué en su caso debe de hacer una versión pública, los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0483/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco, expediente RR.SIP.0562 de 2013.

Se solicitó copia de los estudios de mercado y pre bases que estaban realizando la Secretaría de Seguridad Pública, la Procuraduría General de Justicia y las delegaciones para compra y renta de patrullas, motos y ambulancias para 2013 o los documentos de procesos que ya estuvieran en proceso de compra o renta, así como los que estuvieran programados o autorizados para el mismo año de recursos federales, locales, participación ciudadana, SUBSEMUN o cualquier otra fuente de recursos.

El ente obligado respondió que no se encontró registro alguno sobre estudios de mercado, pre bases de compra o renta de patrullas, motos, ambulancias a través de requisiciones, licitaciones y/o compra directa de este tipo de bienes a la fecha del Ejercicio 2013.

Derivado de la búsqueda exhaustiva en los archivos existentes en las jefaturas de unidad departamental de adquisiciones y de licitaciones y contratos, pertenecientes todas a la Subdirección de Recursos Materiales; asimismo, tras la búsqueda realizada en la Coordinación de Seguridad Pública no encontró la información requerida.

El recurrente se manifestó agraviado porque la delegación Iztacalco no le dio una respuesta clara.

Sin embargo, del estudio realizado se determinó que la inconformidad del recurrente estaba relacionada únicamente con la información que solicitó respecto de la delegación Iztacalco, mientras que no expresó argumento alguno para contravenir la atención brindada a la información requerida, respecto de la Secretaría de Seguridad Pública, la Procuraduría General de Justicia y el resto de las 15 delegaciones.

Ahora bien, el agravio que de la respuesta no es clara, resultó infundado porque de ésta es fácil entender que no causa confusión en cuanto a que el sentido que se emite es que no detenta los estudios de mercado y pre base solicitado respecto del presente Ejercicio Fiscal, además es congruente con lo solicitado y brinda certeza de que la delegación no tiene la información requerida.

Finalmente, los pronunciamientos que integran la respuesta impugnada, proceden de las unidades administrativas competentes para emitirlos.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Es una cuestión como de técnica jurídica, pero considero que es muy importante para que pueda amarrar el proyecto y lo fortalezca.

De acuerdo con el sentido de la resolución de confirmar y dado que se considera que el análisis realizado en el agravio único, no es suficiente, se propone a este Pleno adicionar en su parte final el párrafo primero de la foja tres en el proyecto con la mención de que, pues al señalar que no cuenta con registro alguno y esa es la parte importante, ya agarra toda la respuesta de requisiciones, licitaciones o compra directa de este tipo de bienes a la fecha del presente ejercicio, el ente recurrido está comprendiendo en su respuesta, tanto lo relativo a estudios de mercado y pre bases como cualquier documento en proceso de compra y renta, así como lo que este programado o autorizado para el 2013, cualquiera que sea la fuente de recursos. De otra manera pareciera que el ente recurrido sólo atendió lo relativo a estudios de mercado y pre bases y dejó de atender los restantes requerimientos, simplemente es para darle mayor fuerza.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más? Si no es el caso, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 0562 el sentido sea confirmar, pero hay que adicionar en su parte final que no cuenta con adquisición o compra o renta para el 2013, sin ningún registro  sobre este tipo de cuestiones, los que estén de acuerdo con ese sentido que es el de confirmar con esta adicción, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0562/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Tlalpan, expediente RR.SIP.0509 de 2013.

Se solicitó el nombre y puesto del servidor público que no había firmado la documentación correspondiente para que fuera entregado el lineamiento y número oficial de un determinado folio, el registro de asistencia del servidor público que no había firmado el lineamiento y número oficial solicitado y si no registraba asistencia, la justificación legal del por qué sucedía así, así como copia que justificara por qué la Directora General de Obras y Desarrollo Urbano el 26 de febrero y el 1° de marzo no se encontraba en su oficina, los medios que comprobaran en el cumplimiento de su agenda de trabajo.

Con relación a los puntos uno y dos, el ente obligado respondió que debido a que el solicitante manifestó situaciones de las que se pudieran desprender irregularidades administrativas, atribuibles a servidores públicos, debía ingresar su queja ante su Contraloría. En cuanto al numeral tres, adjuntó dos fojas correspondientes a la agenda referida.

El recurrente se inconformó al señalar como primer agravio que no le proporcionaron el nombre del servidor público que no había firmado la documentación relacionada con el lineamiento y número oficial solicitado con el citado folio. Como segundo agravio expresó que no le proporcionaron el registro de asistencia del servidor público que no había firmado el lineamiento y número oficial solicitado con dicho folio y para el caso de que no se registrara asistencia informara la justificación legal, lo que omitió a hacer. Como tercer agravio señaló que a la respuesta proporcionada sólo se adjuntó copia de la agenda de la Directora General de Obras, la cual no estaba acompañada de los medios de prueba que verificarán su cumplimiento.

En ese sentido del análisis a los puntos uno y dos, se advirtió que los mismos están calificando una situación de manera subjetiva, por lo que no pueden ser atendidos a través del derecho de acceso a la información pública. En relación al numeral tres el ente obligado debe indicar como lo hizo en su informe de ley que la agenda proporcionada originalmente era el único documento generado que tenía relación con el cuestionamiento referido.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, de acuerdo con el sentido del proyecto, solamente es para precisar la orden y darle una mejor redacción, por lo que hace a los puntos uno y dos se debe ordenar al ente que de manera fundada y motivada informe al recurrente que dichos contenidos no son susceptibles de ser atendidos vía acceso a la información pública y en relación al cuestionamiento tres de la solicitud, por lo que hace a los medios que comprueben el cumplimiento de su agenda de trabajo de la ciudadana Adoratriz López Pérez Directora General de Obras y Desarrollo Urbano, emita pronunciamiento categórico de manera fundada y motivada, lo anterior considerando que en la respuesta impugnada el ente no emitió pronunciamiento respecto a dicho planteamiento, básicamente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Entonces, voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 0509 Delegación Tlalpan, el sentido sea modificar, pero -yo traía lo mismo-  se propone precisar la orden para el punto uno y dos, y ordenar que de manera fundada y motivada se diga que no son susceptibles de ser atendidos vía acceso a la información. Y respecto al tres, igual de manera fundada y motivada –eso dice aquí-. Los que estén favor de manifestarlo, le pedimos al Comisionado Mucio, pase la nota para el engrose, los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0509/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso el 0511.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Coyoacán, expediente RR.SIP.0511 de 2013.

Se requirió el perfil de la persona que ocupaba la titularidad del área de protección civil, el nombre del cargo del titular del área de protección civil, el área descripción del titular de protección civil y la fecha de instalación del consejo delegacional de protección civil.

En relación al punto uno, el ente obligado respondió que el titular de la Dirección de Protección Civil debería de contar con una experiencia comprobable de tres años en materia de protección civil u obtener la acreditación correspondiente por el Centro de Formación y Capacitación de Protección Civil; omitió pronunciarse en relación a los cuestionamientos dos y tres y en relación al numeral cuatro informó que el Consejo delegacional no había podido instalarse debido a la falta de quórum por parte de los servidores públicos designados por las Secretarías de Desarrollo Urbano y Vivienda, Transportes y Vialidad y Seguridad Pública, de conformidad con el Artículo 40 de la ley de la materia.

El recurrente se inconformó porque la respuesta dada fue incompleta ya que no se informó respecto del perfil de la persona que ocupa la titularidad del área de protección civil, nombre, cargo que ocupaba y área de adscripción, negando con ello su derecho de acceso a la información.

Ahora  bien, en atención a que el particular cuestionó el perfil de la persona que ocupaba la titularidad del área, al momento de la presentación de la solicitud de acceso a la información, se determinó que el ente obligado deberá proporcionarla utilizando el currículum vitae que entregó el servidor público al ocupar su cargo.

Asimismo, debido a que existe una omisión de respuesta en relación a los cuestionamientos dos y tres, la delegación deberá manifestarse en relación a dichos planteamientos.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de modificar, de acuerdo con el sentido del numeral dos y el numeral tres, para no meterme en ningún problema desde un principio; el uno es el que me genera algún problema.

Él pide el perfil de la persona que ocupa y le dan el perfil, digamos, de que debe contar con tantos años de antigüedad, etcétera, etcétera, y nosotros concluimos ahí en el recurso que el perfil quiere decir el currículum o del currículum se puede desprender el perfil, pues hay perfiles griegos, hay perfiles, o sea, que son físicos, hay perfiles psicológicos, hay perfiles profesionales, etcétera, etcétera.

Los recursos anteriores cuando hemos hecho esto, -no sé si los traigas aquí- ha sido claro que es el perfil profesional, pudo haber una prevención en ese sentido, yo entiendo, pero ya no habiendo, esto no constituye una, o sea, el perfil de cuál; y no sé de dónde y aparte le decimos que del currículum, no le decimos entrega del currículum, que bueno, ya sería perfil es sinónimo de currículum, perfil profesional, pudiese yo entenderlo, sino del currículum desprende el perfil, el perfil puede ser, ¿no? Pues está medio, desde la foto puedo saber si es un perfil físico o viendo algunas aptitudes, puede ser  un perfil psicológico.

Yo, de verdad la uno considero que no estamos haciendo la resolución clara, porque estamos haciendo un salto ahí, del perfil al currículum, tal, tal; porque aquí están dos recursos donde sí he sido, así como súper, el curricular, digamos, esto es evidente, en otro 0657, 0385, su perfil curricular, 0395, su perfil curricular, digamos, en éstos la solicitud ha sido clara, yo sería, digamos, de decir, digamos, dado que no se fue, digamos, claro en qué perfil en este, porque ellos también, pues entendieron el perfil del puesto, en ese sentido.

Entonces, deberá darle claridad como a esa parte, que sí que del dos y tres manifieste categóricamente y se iría por modificar, obviamente.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Pudiera tener razón el Comisionado Presidente, lo que pasa es que está mal planteada la pregunta, está mezclada el perfil de puesto con el perfil de la persona; o sea, está entremezclado el asunto, no hubo prevención, no hay prevención y al no haber prevención, yo considero, yo estaría apoyando como viene en el proyecto, porque es en atención al agravio; el agravio dice: “La respuesta proporcionada por la delegación Coyoacán es incompleta ya que no informa respecto del perfil de la persona”, porque él entiende otra cosa y lo vuelve a decir, que ocupa la titularidad del área, nombre del cargo que ocupa y el área adscripción, ¿sí? O sea, qué cargo ocupa esta persona y dónde está adscrita.

Entonces, ahí es, yo diría que se, ahí se, en beneficio del solicitante, se atiende yo creo que por ahí el tema de la suplencia de la deficiencia de la queja en favor del solicitante para que se proporcione la información.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón y luego el Comisionado Mucio Israel.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Yo creo que lo que está pidiendo el solicitante, es el perfil de la persona, sabemos que hay el perfil del cargo y el perfil del cargo está dentro de la información de oficio y se puede consultar directamente en la página de internet, ¿no? Pero es probable que haya algún ciudadano que quiera verificar si las gentes que realmente están ocupando un puesto, cumplen con el perfil del cargo. A mí me parece que no hay confusión, está pidiendo el perfil de la persona y me parece que es una información que es pública, que se puede dar, si nosotros analizamos aleatoriamente a cualquier ente y vemos los perfiles que están ahí, veremos que lo que dice es titulado, de tales carreras, con tantos años de experiencia en tal cosa, digo están bastante estandarizados todos los perfiles de los puestos y yo creo que sí aquí en el Instituto nos llegara esa solicitud de  información, yo creo que hubiéramos respondido así, éste es el perfil del cargo, está acá y el perfil de esta persona es que es titulado, es que está dentro de las áreas o no está dentro de las áreas que se requieren, es que tienen tantos años de experiencia en la materia, etcétera; yo no lo veo necesidad de haber prevenido, ¿no?

Creo que es una pregunta muy clara, el perfil de la persona que ocupa ese puesto y creo que el ente debió haber dado ese perfil si es que la única excepción que no podía no haberlo dado es que no haya nadie ocupando ese cargo y entonces, no existe la persona que ocupa ese cargo, pero si no es el caso y hay una persona ahí, el perfil de la persona lo puede dar con base en el estándar que establece el mismo perfil del puesto que debe de existir por obligación de oficio.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Creo que vale la pena dialogar sobre el asunto de lo que está solicitando, porque muy bien lo decía el Comisionado Sánchez Nava, se está agraviando porque no le dan el perfil de la persona y la respuesta que le dan es sobre el perfil de puesto y no quiere el perfil de puesto.

Nosotros estamos equiparando el perfil de la persona con currículum y creo que tampoco es lo que quiere; o sea, ¿por qué? Digamos, creo que la recurrente lo que está haciendo y me parece muy válido y muy importante, es hacer un mapeo de cómo están todas las unidades de protección civil en muchos entes, particularmente en las delegaciones, lo cual me parece bien, porque eso sí posibilita el acceso a la información, que haya un mecanismo de seguimiento a los funcionarios públicos, que vean cuál es el asunto de su perfil, que vea precisamente cómo están desarrollando el asunto del área de adscripción, y ojalá la recurrente algún día no lo presente públicamente para saber cómo está, por ejemplo, la adscripción de protección civil en las delegaciones, si está en jurídico, si está en gobierno, si es una unidad, digamos, una jefatura de unidad, si es una subdirección, si es una dirección general, eso sería muy interesante porque veremos el peso que tienen y es creo lo que está buscando, pero cuando se agravia precisamente, porque no le da o no es lo que quiere, me parece que sí tenemos un problema, porque lo que está derivando es básicamente una consideración a partir de todos estos elementos, consideración que no va a encontrar en ningún documento de la propia delegación. 

Es decir, nosotros podemos hacer una valoración del perfil de la persona a partir del currículum, a partir de la experiencia, a partir de la hoja de vida, a partir de una serie de cosas, pero son valoraciones que en determinado momento si eso hiciéramos el ejercicio aquí mismo en el Pleno, seguramente, sobre una persona, tendríamos valoraciones distintas. Para algunos cumpliría satisfactoriamente y para otros sería un “noble” en el asunto de protección civil, eso no lo sabemos.
Y me parece que tampoco podemos exigir a través del asunto del currículum el asunto del perfil.

Creo que este matiz es importante, ¿por qué? Porque el trabajo que están haciendo en términos de seguimiento a protección civil tiene que, de manera muy puntual, preguntarse qué es lo que se está pidiendo. Me parece que ésa es la parte, digamos, que queda en el proyecto, digamos, bastante suelta.

Y yo diría, también como el maestro Guerra, los numerales dos y tres pueden contestarse perfectamente, pero tengo duda respecto al asunto también del asunto del perfil, si equiparar precisamente el perfil de puesto con currículum, porque no quiere evidentemente el perfil del puesto. Esto ya se lo entregaron y dijo: “no”.
Entonces, yo creo que también necesitamos precisar el asunto, digo, no hubo una prevención, no hubo una serie de cosas, no pasó nada, yo creo que sí necesitamos hacer una precisión respecto al tipo de información que quiere el asunto de la recurrente, porque eso va a ayudar precisamente para que, digamos, cuando pida la información o pida una serie de cosas ya muy precisa, que me parece que no es la primera, llevamos 100 recursos resolviendo más o menos el mismo sentido, me parece que también es atendible que la evolución de esos recursos, seguramente ya va en la segunda vuelta, es decir, ya preguntó una serie de cosas, ya preguntó presupuestos, ya preguntó programas, ya preguntó una serie de cosas, ahora está sobre los perfiles, la evolución de las solicitudes de información, me parece que le van a permitir pues tener este mapeo.

Por lo tanto, yo creo que pudiéramos precisamente ver cómo este punto no se atiende para que se pueda atender de manera muy puntual en las solicitudes.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el comentario que hizo el Comisionado Mucio, o sea, una cosa es el perfil de puesto, y aquí dice son tres años, tal, tal. Eso no quería, me queda claro, quiere un perfil, quiere que la delegación haga una valorización, o estamos hablando que quiere una valorización, eso no lo va a hacer.

¿Quién dice si cumple con los tres años en materia…? Pues le van a decir: “pues sí, mira, es que tuvo en su casa, un día tenía extinguidor y… Pero en el Instituto Electoral, cuando a él le dijeron iba a competir en el Instituto Electoral, “no, es que estamos pidiendo cinco años de experiencia en materia electoral”. “Pues yo he sido Presidente en casilla electoral”. No es que eso sí cuenta o no cuenta, pues quién va…

Si él está haciendo una investigación, dame el perfil, dame el currículum y yo hago mi valorización, si ese cuate para mí cumple o no con el currículum. En estas cuestiones, te digo, en el Instituto Electoral, cuando estaban los… “No, usted no cumple”. “Yo sí cumplo, cómo no, si cinco años he sido Presidente de Casilla Electoral”. “No, es que a esa experiencia electoral no nos referíamos”. Ah, bueno, entonces quién sabe a cuál te referías o qué. Entonces, es muy subjetivo.

Entonces, no podemos decirle, porque sería hasta un procesamiento de información, en ese sentido, no hay un documento, dice el perfil y dice el currículum y la autoridad competente, que puede ser la Dirección de Personal o puede ser equis, que es la que le compete, hace ese análisis y dice: “cumple o no cumple”. Él lo puede hacer como investigador o como sea; aquí está, el señor debe tener tres años, yo veo su currículum y para mí sí, porque a lo mejor unas cosas para mí son experiencia en protección civil y para otras personas no son, se requiere hacer una valorización en ese sentido, y más en aquellos que a veces dicen cosas tan subjetivas, pues que sea una persona honorable, tal, tal. El chiste es saber cómo lo valoras, cómo haces para saber si cumple o no cumple, digamos, en ese sentido, una que sea proveer –cómo es eso de que sea-, ahí está el currículum éste es el perfil. Tú has tu análisis, confronta y da tus argumentos porqué sí crees que cumple o no cumple, en ese sentido.

Y no hay un documento en las dependencias que diga tal, tal, o sea, que haga ese trabajo, sino simplemente el área de personal ve su perfil, ve el currículum y para él cumple. Entonces lo más cercano es el currículum, pero no pidió el currículum, pidió un documento que no está generado, o sea, que es la valorización, digamos, sobre el perfil, en ese sentido. Si pidió el currículum adelante, pues sí, que sea el currículum y él haga esa valorización y diga: “para mí el 50 por ciento de la gente que está protección civil no cumple”.
Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Por una parte tenemos que todos los servidores públicos están obligados a documentar sus decisiones, y la decisión de contratar a una persona pues es un acto de autoridad. En ese sentido, bueno, en los casos en que exista un perfil del cargo, porque no existe en todas las dependencias, los casos es un perfil del puesto que está, que es parte de la normatividad de los entes, pues los servidores públicos están obligados a que la persona que contratan pues cumpla con las características fundamentales. 
Sin embargo, lo que tenemos es que no hay un procedimiento que establezca un documento donde veamos que se hizo un chequeo del currículum, que se vio que el perfil. Se puede hacer, digamos, de manera visual, agarran el currículum, ven el perfil, dice: “Cumple con el perfil”, adelante, pero no queda documentado. Efectivamente esto implicaría un procesamiento por parte del ente.

Pero para el caso, bueno, ya lo comentaban entre líneas, yo creo que una versión pública del currículum vitae puede ayudar mucho para que la persona que está haciendo el estudio, que seguramente será un estudio que tenga algún beneficio, me imagino que ese chequeo pues para bien de la ciudadanía, ver que se están cumpliendo con las normas, con las reglas en todo lo que tiene que ver en materia de protección civil.

Entonces, yo creo que la orden sí podría especificar no tanto que precisando a la recurrente cuál es el perfil del titular de protección civil utilizando para ello el currículum vitae que entregó al ocupar el cargo, sino más bien que entregue una versión pública del currículum en donde no dejen de faltar los puntos que están en el perfil del cargo para que haga su comparación.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Está claro lo que han comentado, tienen razón los comisionados Mucio y el Comisionado Presidente Oscar Guerra, tienen razón, o sea, no debe haber procesamiento de la información, también no está pidiendo un currículum, lo sabemos, pero yo creo que al otorgarle el documento curricular, le va a dar lo que él necesita, porque en el…

Intervención: (Fuera de micrófono)

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.-  Sí, inversión pública, el tema es de que pues es información pública del servidor público. Ahí viene en qué estudió, en qué ha trabajado, o sea, yo creo que puede cumplir con la información que está haciendo la solicitante.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

No me gusta mucho porque no pidió esto, pero, y no es suplencia la queja porque es suplencia de la solicitud; pero también tenemos el problema que él no previno, “¿qué estás entendiendo por el perfil de la persona? Yo lo único que tengo es el currículum, ¿quieres eso? El otro documento no lo tengo”. Y ahí se hubiera acabado la discusión”.

A parte se le va a ordenar el dos y tres, porque ahí estamos de acuerdo, no hay problema, a lo mejor ordenarle el currículum de una inversión pública en ese sentido, pero habría que, digamos, justificar por qué estamos ordenando algo que no pidió, en ese sentido, en la idea de que ese documento como tal no existe y bueno, la parte en que él pude cotejar las características de ese perfil profesional es a través del currículum.

Lo que se diga así está, pero bueno, en la idea de que, y que quede claro, porque si va a seguir con la investigación ya no los… pida el perfil profesional. Mejor pida el currículum y se acabó, y ahí ya va a poder, el perfil del puesto y el currículum y de ahí ya coteja.

Comisionado Mucio Israel.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Digamos, yo no me puede allanar a lo que diga este Pleno, me estaría allanado permanentemente. Pero entonces necesitamos hacer una modificación a la orden, porque lo que dice es: se pronuncia categóricamente sobre los “contramientos” marcados en los numerales uno, dos y tres de la solicitud de información que motiva el presente medio, ta, ta, ta; precisando la recurrente cuál es el perfil del titular de protección civil, utilizando para ello el currículum vite.

Es decir, o sea, en la propia orden hay un asunto distinto, eh, o sea, que el perfil es por una cosa y el currículum es otra y entonces lo que dice es: has un pronunciamiento a partir del currículum.

Sí, exactamente, nuestro Secretario Técnico me dice al oído, “esto es procesar, es procesar”, por supuesto que sí.
Entonces, yo lo que creo es que está bien, podemos ir en eso, pero corrijamos entonces el asunto de la orden, porque estamos, o sea, ni siquiera estamos equiparando perfil de la persona con currículum, estamos diciendo a partir del currículum pronúnciate sobre el perfil, que son dos cosas distintas.

C. OSCAR GUERRA FORD.- (Fuera de micrófono)…el currículum.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Exacto, o sea, si vamos por el currículum, que creo que, digamos, en beneficio del acceso lo podemos dar, que es que creo que no quiere eso, porque si nosotros nos vamos al agravio le dan el perfil de puesto y en el agravio le dicen: “no es lo que quiero, no quiero el perfil de puesto”. Entonces, está pidiendo otra cosa.

Lo identificamos en el proyecto y hay una sensibilidad por parte de Jurídico para advertirlo, me queda claro, el problema es que dice “a partir del currículum pronúnciate sobre el perfil”. Eso ya no podemos hacer.

Entonces, yo digo nada más, seamos coherentes con el asunto, si vamos con el currículum y lo equiparamos démosle el asunto del currículum, pero no pidamos el pronunciamiento por parte del ente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aclaración antes.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Tenía una aclaración, simplemente, entrégale el currículum, el otro documento no existe como tal, entonces el currículum, no vamos a poner a que los otros hagan su valorización. Eso simplemente es la aclaración.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Sí, estando de acuerdo con lo que se ha manifestado, también hay que considerar que, por ejemplo, no hay un modelo único para el currículum, en el cual deba contener pues el nombre y en fin, todas esas cosas. Y hay muchos currículums que incluyen resumen de capacidades, en el cual uno ahí presume de qué es capaz, digo, sí he estudiado esto pero en realidad mis capacidades y mis habilidades son para esto, da para más, ¿no? Y ahí es donde uno se desplaya, uno se vende también.

Probablemente ello, que además retomando un poco, me dejó pensando el maestro Guerra en el inicio de su intervención de qué tipo de perfil psicológico o de cuál. Se entiende que es el perfil relacionado con el cargo que ocupan, así de alguna manera como que bueno, si tú estás ocupando ahorita el cargo y tienes el perfil para ello, o sea, tienes estas habilidades, ese talento, esa preparación, entonces, ciertos currículums sí arrojan ese tipo de información.

En ese sentido probablemente le sirva, sin garantía de que sí vaya a ser, ¿no? Lo que haya entregado; y es el documento que más se acerca, siendo cuando no le pregunté, porque además cuando la persona quiere saber: ¿bueno, y éste qué hace? Pide muy claramente el currículum. No es el caso, pide el perfil. El perfil podría estar incluido en el currículum que entregó al momento de hacer la entrega de su documentación cuando asume el cargo, ¿no? Probablemente hay este contenido si es que resume sus capacidades ahí, sus habilidades, en fin, todos esos campos que algunos modelos de currículums sí incluye.

En redes sociales, por ejemplo, está una red social muy famosa “linkedin”, en el que ahí no solamente pone uno el nombre, foto, en fin, y dónde trabaja, y ahí pone uno cuál es el perfil de uno: “yo soy capaz de esto y tales habilidades y hasta para el deporte, hábitos, hobbies, todo”. Entonces no hay un modelo único, probablemente es el único documento que yo veo que pudiera, ¿no? De alguna manera contener la información, el currículum.
Entonces, la información que él entrega oficialmente, probablemente el currículum pueda atender esa inquietud, es el que más se le acerca, no es el idóneo y además tampoco lo pidió como tal, quizá haciendo esa aclaración también el ente por su parte, fundando y motivando, ¿no? No existe un documento llamado perfil o algo así, pero creo que es lo que más se acerca.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por alusiones, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Nada más para comentar, o sea, el documento más cercano a lo que él está pidiendo o donde probablemente pueda contener esa información y que obre en los archivos de la dependencia es el currículum vitae, no hay otro, ¿no?

Entonces voy a someter a votación… Ah, perdón.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Lo que comentó el comisionado Oscar Guerra sería muy oportuno, más bien se solicita  se incluya en la propuesta, en el desarrollo del recurso, señalando que el perfil no es el currículum. O sea, sí hay que… Pero que es la parte que más se acerca para que pueda contener el dato solicitado por el recurrente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Vamos a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 511 sea modificar dejando la orden 2 y 3 tal como está y por lo que se refiere a la orden uno, ordenándole que le entregue el currículum en versión pública que obra en los expedientes de la dependencia por ser el documento más cercano a lo que él, digamos, solicitó.

Los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.511/2013.

Entonces pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contraloría General del Distrito Federal, expediente RR.SIP.522 de 2013.

Se requirió el currículo vite de ocho contralores internos de diversas dependencias y entidades, así como el documento que acreditara su experiencia en materia de auditoría, presupuesto y recursos materiales.

El ente obligado hizo entrega de tres síntesis curriculares y respecto a los organismos descentralizados se manifestó imposibilitado para entregarlos bajo el argumento de que no estaban adscritos a dicha dependencia.

Asimismo, respecto al punto dos de la solicitud, señaló no contar con el documento requerido, toda vez que de conformidad con la circular uno dicho documento no era un requisito para formalizar la relación laboral.

El recurrente se inconformó porque se negó a contar con el currículo vite y a evaluaciones de los contralores internos adscritos a las entidades referidas en la solicitud, situación que resultaba ilógica.

Ahora bien, al no haber formulado el recurrente agravio en contra de las tres síntesis curriculares entregadas, así como de la atención brindada a la pregunta dos, se tuvieron por consentidos y quedaron fuera del estudio de la resolución.

Ahora bien, revisada la estructura orgánica de la Contraloría General, se advierte que cuenta con la Dirección General de Contralorías Internas en Entidades, dentro de la cual se encuentran adscritos los contralores internos de los organismos descentralizados, respecto de los que se requirió la información, por lo que se encuentra facultado para entregarla. Sin embargo, toda vez que el currículum vite es susceptible de contener información confidencial, a fin de garantizar de manera efectiva el derecho de acceso a la información del recurrente, deberá de someter la información a su Comité de Transparencia, a fin de que elabore una versión pública y le sea proporcionada la información solicitada, previo pago de derechos.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, se sugieren hacer las siguientes precisiones:

Primero: Corregir el nombre de la normatividad que se cita en la página 22. En lugar de “Reglamento de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal”, debe decir: Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal”.
Segundo: El sentido y orden de la resolución se sustenta en dicho reglamento interior, ya que por tener la Contraloría General la Dirección General de Contralorías Internas en entidades, se desprende que ésta debe de contar con los currículum requeridos por el particular. 
Sin embargo, al estudiar la circular uno en relación con el Estatuto de gobierno de la Escuela de Administración Pública del Distrito Federal, la Ley de las y los jóvenes del Distrito Federal, el decreto por el que se crea el Instituto de Vivienda del Distrito Federal y el Manual Administrativo de la Procuraduría Social del Distrito Federal se desprende lo siguiente: De conformidad a la circular uno, la ocupación de las plazas vacantes se efectuará con apego a la estructura autorizada vigente, numeral 1.3.2. Es decir deberá existir en la estructura de la entidad, en este caso, las Contralorías Internas para que sean contratados; o sea, remite a la estructura interna de la dependencia.

Efectivamente, como parte de los requisitos que deberán cubrir quienes pretenden ocupar una plaza de estructura, se encuentra la entrega de su respectivo currículum vitae, numeral 1.3.7, fracción III, en ese mismo numeral párrafo cuarto se dice: “Que el titular de recursos humanos será responsable del incumplimiento de esta disposición.”

Es decir, el personal a contratar es posible, si la plaza es de estructura, si existe y además la verificación de los requisitos compete al titular del área de recursos humanos, perteneciente a esa estructura. b) en el caso que nos ocupa las Contralorías Internas de la Escuela de Administración Pública del Distrito Federal, el Instituto de la Juventud del Distrito Federal, el Instituto de Vivienda del Distrito Federal y la Procuraduría Social del Distrito Federal forman parte de su respectiva estructura.

En ese sentido los responsables administrativos de dichos entes obligados, están obligados a verificar el cumplimiento de los requisitos entre lo que se encuentra el currículum vitae para ocupar la plaza de Contralor Interno.

Respecto a la Escuela de Administración Pública del Distrito Federal es su Estatuto de gobierno, se señala, Artículo 15: La Contraloría Interna parte integrante de la estructura de la Escuela, dependerá administrativamente -y estas palabras son sustanciales- dependerá, es el Artículo 15.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No está acá.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Ahorita te lo, si quieres ahorita.

Dependerá administrativamente de ésta, o sea, de la Escuela, administrativamente y jerárquica, técnica y funcionalmente de la Contraloría, o sea, de la Contraloría General, pero administrativamente de la Escuela, administrativamente; o sea, quien le paga, no es la Contraloría General, quien le paga es la Escuela, es donde ahí se dan de alta en el ISSSTE y todos los requisitos que son solicitados por la dependencia, ahí es en recursos humanos, ahí es donde se obtienen todos esos papeles, dice: Asimismo, -en el otro caso- la Ley de las y los Jóvenes del Distrito Federal establece, Artículo 53, el Instituto de la Juventud del Distrito Federal es un órgano descentralizado del gobierno del Distrito Federal con personalidad jurídica y patrimonio propio con domicilio en el Distrito Federal, el cual cuenta con autonomía técnica y tiene a su cargo la aplicación de las disposiciones de la presente ley, Artículo “63”: “El director es nombrado y removido libremente por el jefe de gobierno, el cual ejercerá las siguientes atribuciones y octavo: “Aprobar la contratación del personal del Instituto.”

En el Manual administrativo en su parte de organización del Instituto de la Juventud del Distrito Federal se señala que su estructura orgánica está integrada por Dirección General, Subdirección de Atención a Jóvenes, JUD de enlace administrativo y la Contraloría Interna, ahí reconoce, nuevamente, en su estructura a la Contraloría Interna.

Con relación al Instituto de Vivienda del Distrito Federal en el decreto que le dio origen, se establece en el Artículo 6°, el Consejo Directivo tendrá las siguientes atribuciones, XII: “Nombrar y remover a propuesta del Director General a los servidores públicos del organismo, que ocupen cargos en las dos jerarquías administrativas inferiores a las de aquél” y la fracción XX: “Aprobar la estructura del Instituto de Vivienda del Distrito Federal.” En el portal de internet del propio Instituto se encuentra la estructura orgánica en la cual está la Contraloría Interna con el nivel que indica el Decreto.

Otro tanto sucede con la Procuraduría Social del Distrito Federal en cuyo Manual Administrativo se advierte que la Contraloría Interna forma parte de la estructura orgánica de la misma.

Por lo anterior, la información que solicita el recurrente la deben de detentar dichos entes obligados, debido a que las contralorías internas forman parte de sus estructuras orgánicas y en atención a las facultades de sus órganos directivos para la contratación de sus titulares, en relación a lo dispuesto a la circular uno.

En ese sentido se sugiere modificar la respuesta del ente y ordenarle que oriente al particular al Instituto de Verificación Administrativa, la Escuela de Administración Pública, el Instituto de Vivienda, el Instituto de la Juventud y la Procuraduría Social, todos del Distrito Federal proporcionando los datos de cada uno para tal efecto.

Para una mejor comprensión de los argumentos es necesario ajustar la redacción del proyecto.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bien, yo estando de acuerdo con todo lo que ha mencionado el Comisionado Fernando Sánchez Nava, respecto de las atribuciones y todo esto, pero no tan de acuerdo en que oriente, ¿por qué? Porque finalmente, quien nombra a esos servidores públicos es la Contraloría; entonces, necesariamente la Contraloría debe tener el currículum, aunque también los otros entes es altamente probable, casi seguro que también los tenga.

Y un criterio que hemos seguido, últimamente, es que cuando haya una solicitud, un ente que tenga la información junto con otro ente, el ente primero al que se le orienta, digo al que se le solicita la información, él debe dar respuesta, está obligado a dar respuesta porque tiene la información.

Luego entonces, lo que yo diría es ordenarle a la Contraloría que entregue esa información y en caso, -eso podríamos agregar, creo que eso puede salvar el asunto- y en caso que no la tenga que oriente al particular a la respectiva dependencia para que ahí se lo den, creo que ahí cerramos el círculo.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando, por alusiones personales.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, yo creo que, o sea, no está mal la propuesta, yo también traía esa inquietud, porque efectivamente la Contraloría General es quien propone, -muy bien, hasta ahí vamos bien- nombra; sin embargo, si nos vamos al tema de la regulación específicamente y lo acabo de mencionar en cada punto, quien tiene la facultad ya de recabar los documentos y de tenerlos físicamente son estas dependencias y si nos vamos a la respuesta que hace el ente, dice, y no lo niega, reconoce: “Le envío el currículum de los contralores internos actuales en la Secretaría de Desarrollo Económico”. O sea, de las que lo  tiene sí, de los órganos político administrativos en Álvaro Obregón y Cuajimalpa.

O sea, de los que lo tiene sí, porque así está en su normatividad, en su estructura interna de la Contraloría General donde así aparecen dentro de la estructura de la Contraloría General el tema de las delegaciones, órganos desconcentrados, empresas de participación estatal, pero no así de los órganos descentralizados, dice: “Asimismo le hago de su conocimiento el Instituto de Verificación Administrativa, la Escuela de Administración Pública, el Instituto de Vivienda, el Instituto de la Juventud y la Procuraduría Social, todos del Distrito Federal, al tratarse -y lo señalo y lo remarco- de organismos públicos descentralizados.”

O sea, que coincide con, y yo ya revise la estructura de la Contraloría General, coincide con lo que está afirmando, dice: “Cuentan con personalidad jurídica y patrimonio propio, todas sus áreas incluyendo las Contralorías Internas se encuentran dictaminadas en la estructura orgánica de dichos organismos, motivo por el cual esta Dirección General se encuentra imposibilitada material y jurídicamente para proporcionar el currículum de estos contralores internos.” O sea, ya se manifestó.

INTERVENCIÓN.- (Fuera de micrófono, inaudible) 

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- La respuesta de la Contraloría General, ya se manifestó, ya dijo no cuento ni material, ni jurídicamente para proporcionar el currículum y si nos vamos allá a la normatividad, que le acabo de dar lectura, efectivamente no está en su haber, el tener los currículos, ya que únicamente se tienen registros, expedientes, documentación del personal adscrito a esta dependencia. Entonces, por eso es que sí cuenta con información de las delegaciones, pero no de los organismos descentralizados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Es que yo veo una Contraloría que difícilmente no conozca, no tenga esa documentación respecto de estos servidores públicos, ¿no? Por las funciones que deba desarrollar, o sea, creo que es la primera en saber, en conocerlo, en tener esa documentación y darla.

Entonces, si bien no desestimo, desde luego, los argumentos que plantea también el Comisionado Sánchez Nava respecto de que las áreas de administración, ¿no? Concretamente recursos humanos que son las que se encargan de llevar para fines administrativos estos documentos también, ¿no? Pero sí es la Contraloría quien tiene esta información, esta documentación, dado a los, el tipo de servidores públicos, el perfil de servidores públicos, por cierto, ¿no? Ahora sí piden el currículum muy concretamente, pero sí es la Contraloría definitivamente de acuerdo con sus atribuciones, con sus facultades, con todo lo que hace, la que debe tener esta información para asegurarse que quienes están fungiendo en esa responsabilidad, efectivamente tienen ese perfil y no hay otra forma que el currículum y ahí está la normatividad. Entonces, yo creo que es correcto el proyecto, el análisis que hace.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Lo que dice el Comisionado Sánchez Nava, digamos, son argumentos interesantes, sobre todo porque evidentemente hay una respuesta que niega, evidentemente, la propia Contraloría en términos de que no lo tiene, pero el propio recurrente, la parte recurrente lo que dice de manera categórica es cómo no los va a tener, si quien lo nombra es la Contraloría General, digamos, entiendo esa parte; entiendo que estén en la estructura orgánica por una cuestión, por la cuestión de las lanas, porque a quien les pagan los contralores en toda la administración pública son las dependencias y por eso aparentemente están en la parte orgánica de ellos, en la estructura orgánica porque ellos les pagan.

Sin embargo, y  afortunadamente, digamos, nuestro sistema de contralorías sigue siendo un mecanismo en donde la Contraloría General determina quienes van a ser los contralores en todas las entidades de la administración pública, pero es precisamente, la Contraloría General quien determina el nombramiento, coordina y genera, porque finalmente es un asunto de contrapesos entre el ente y la propia Contraloría; por lo tanto, quien tiene, digamos, facultades para coordinar, para ver lo que hace, pues es la Contraloría General del gobierno, de él dependen los nombramientos de los internos.

Por lo tanto; o sea, también sin desestimar, me parece la salida que da y es el criterio que hemos adoptado, si él tiene el asunto, o sea, por supuesto, que los tiene, los currículos y toda la información, pues que la dé, o sea, que la dé, porque finalmente la Contraloría la tiene, o sea, sin duda, la tiene, que es un poco el sentido en lo que, y en última instancia a lo mejor como diría el Comisionado David Mondragón, que yo lo veo un caso excepcional, ¿no? Que no la tenga, pues canalicemos, pero la Contraloría los tiene, eso me queda absolutamente claro y además, digamos, del estudio que se hace no en este proyecto sino en otros que son muy parecidos, sí entrega en otros el currículum, más bien se quejan por otro tipo de información que no dan y en este dice que no.

Es decir, está muy, o sea, podría obtener una contradicción, porque en algunos sí entrega currículos, en otro no entrega currículos, pero evidentemente quien la detenta es la Contraloría General.

Yo creo un poco para ahorrarle una vuelta innecesaria al asunto del recurrente, la propia Contraloría debería de entregarle la información, porque claro que cuenta con ella, pues ella los nombra, digamos, el nombramiento que tienen está firmado por el Contralor General del gobierno de la ciudad, pues él es el que tiene la facultad para hacerlo, entonces, no creo que, ¿no?

Entonces, yo creo que, digamos, para no darle vuelta al asunto que sea la Contraloría, digo, mientras no suceda lo que sucede en la federación que los propios contralores ahora son puestos por el titular de las dependencias, lo cual, pues es muy grave y yo lo he dicho en otras ocasiones, porque ni me están pelando, es un retroceso para la vida democrática del país, pues evidentemente en la ciudad no ha pasado eso, lo cual es de agradecerse.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  De veras, dudas sobre el asunto, porque sí sabemos que la Contraloría y es lo único que sabemos y está en lo que se acaba de leer, nombra, rige, coordina a toda la administración pública centralizada y a las delegaciones; de lo otro, lo acaba de leer, no, no, todo no, a nosotros no nos rige, por ejemplo.

INTERVENCIÓN.- (Fuera de micrófono, inaudible) 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Ah, bueno, ah, bueno, pues esos son órganos descentralizados, no sectorizados, él tiene una característica especificada, específica, bueno, lo acaba de leer.

Ya no está diciendo que no lo tiene, nosotros no tenemos, bueno, yo quiero escuchar una normatividad, una, en la que se me diga que la Contraloría tiene o nombra, o tiene esa documentación, no he escuchado ninguna, he escuchado al contrario que son el Instituto de Vivienda, etcétera, sus Consejos; es como aquí, el Pleno, ya sé que somos autónomos, quien nombra, digamos, al Contralor, ahí son sus Consejos y en una es el propio. Yo también estoy de acuerdo que no es lo más sano, el propio director o presidente al que nombra al Contralor.

Yo no sé de donde sacamos que los nombra la Contraloría, si ustedes me dan el ordenamiento de normatividad, pues ahí, digamos, no tengo problema, ¿sí? En ese sentido.

Entonces, ahora la Contraloría fue muy clara, de esto sí, si me hubiera dicho de una delegación, no, pues, o sabes qué, que de la Secretaría de Finanzas no lo tengo o de la, me es evidente que sí, en este caso no me es evidente y no tengo la prueba contraria que dijera, mira aquí la Contraloría me dice que es, esto de que los nombra, si ustedes me dicen dónde está, hay muere, hemos aquí especulado que se nombra ya aquí, parece que el Comisionado Alejandro Torres nos va a aclarar de que sí es la Contraloría quien los nombra.

La prueba que trae el recurso o qué tal, de que tiene información la Contraloría sobre los contralores con los currículos que pone aquí, es la ventanilla única de la transparencia, ésa es otra cosa, la Contraloría concentraba o concentra, todavía no sabemos, en una sola a domicilio información de todas las dependencias, ¿sí? Aquí también no sólo de la Administración Pública centralizada y están esos currículos, pero esos currículos son subidos a la ventanilla única y ahí lo sabe perfectamente por la dependencia correspondiente, no por la Contraloría; los concentra la Contraloría en un proyecto denominado ventanilla única de la transparencia, pero eso que está aquí, no es una prueba, ni mucho menos de que la Contraloría tiene esto, y no son currículos, son síntesis curriculares en el formato éste que se tiene de obligaciones de oficio y que es cada dependencia la que alimenta esa ventanilla y que está concentrada en una sola dirección que coordinaba modernización administrativa de la Contraloría.

La pregunta, Comisionado Mucio, adelante.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo decía que, qué órgano no pertenece a la administración pública o tienen un carácter de excepción, aparte de los autores, ¿no?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Sí, el que nos dice aquí la propia respuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Cuál?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Dice: “Hago de su conocimiento que el Instituto de Verificación Administrativa, la Escuela de Administración Pública, el Instituto de la Vivienda, el Instituto de la Juventud y la Procuraduría Social, todos del Distrito Federal, al tratarse de organismos públicos descentralizados”; o sea, tiene una característica distinta a la Administración Pública centralizada, por un lado es centralizada y otra es descentralizada, ¿sí? la Administración Pública del Distrito Federal con personalidad jurídica y patrimonio propio, asunto que es distinto también a la Administración Pública centralizada, ¿sí? (…) Todas sus áreas incluyendo las Contralorías Internas, se encuentran dictaminadas en la estructura orgánica de dichos organismos, ¿sí? Lo cual imposibilita material y jurídicamente para proporcionar el currículum de estos contralores internos, ya que únicamente se tienen registros, expedientes y documentación del personal adscrito a esta dependencia.

Comisionado Alejandro Torres, a la mejor ya tiene aquí la normatividad que nos…

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- No, más que combatirlo, usted decía, como lo expresó hace rato, más bien lo que quiero es traer a colación una normatividad que igual nos puede también ayudar a tomar la mejor decisión, ¿no?

Me refiero a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, el Artículo 34 que dice: “A la Contraloría General corresponde el despacho de las materias relativas al control y evaluación de la gestión pública de las dependencias, órganos desconcentrados y entidades que integran la Administración Pública del Distrito Federal, así como al desarrollo, modernización, innovación y simplificación administrativos y la atención ciudadana; específicamente cuenta con las siguientes atribuciones” y ya da una serie de fracciones en las que las va mencionando y me refiero a la quinta y a la sexta, la quinta dice: Coordinar, -e insisto, son específicamente cuenta con las siguientes atribuciones la Contraloría General- fracción quinta: “Coordinar a las Contralorías Internas que dependerán de la Contraloría General y que ejercerán funciones de control y fiscalización de la dependencias, órganos desconcentrados y entidades paraestatales de la Administración Pública del Distrito Federal, así como a emitir los lineamientos para su actuación”

Fracción sexta, -y para mí es la importante- “Determinar los requisitos que debe reunir el personal de los órganos de control interno a que se refiere la fracción anterior, y designar a sus titulares y demás servidores públicos que los integren”, si esto puede ayudar un poco en el debate y en tomar la mejor decisión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Mucio Israel y luego un servidor.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, mi querido Maestro. Yo voy a dar igual la referencia, usted pedía hace rato en qué normatividad, pues digo en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, que dice en el Artículo 2: “La Administración Pública del Distrito Federal será central desconcentrada y paraestatal” y párrafos después dice: “Además de los organismos descentralizados, las empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos son las entidades que componen la Administración Pública Paraestatal,” para este asunto en el Artículo 3°: “Se entiende por entidades los organismos descentralizados, las empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos,” y si nosotros lo ligamos con el Artículo 34 que nos acaba de referir el Comisionado Alejandro Torres, evidentemente, la Contraloría General tiene que ver con los órganos descentralizados, pues claro y…

C. OSCAR GUERRA FORD.- (Fuera de micrófono, inaudible) 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No, claro que sí lo toman, mi querido Maestro.

C. OSCAR GUERRA FORD.- (Fuera de micrófono) (...) coordinar y determinar (…)

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Claro que los nombra, la Contraloría tiene facultad, precisamente, para nombrar en estos órganos. Es decir, en los únicos en donde no, son en los órganos autónomos, que es lo que pasa en nuestra característica, pero en todo lo que compone la Administración Pública del Distrito Federal, por supuesto, que la Contraloría General tiene que ver y tiene la facultad para nombrar, remover los recursos públicos, claro que sí, está dado, además me parece muy claramente en todo lo que tiene que ver con el Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal que en lo que respecta a las contralorías internas de las dependencias, unidades administrativas, órganos políticos administrativos, órganos desconcentrados y entidades de la Administración Pública del Distrito Federal adscritas a la Contraloría General y se desprende por supuesto de esto, que los organismos descentralizados, las empresas de participación social, estatal y mayoritaria y los fideicomisos públicos son las entidades que componen la Administración Pública Paraestatal.

Por lo tanto, evidentemente, la Contraloría tiene la facultad, sí, sí, sí, para coordinar las Contralorías Internas de todas estas dependencias y además de las entidades paraestatales de la Administración Pública, así como a determinar los requisitos que deberá reunir el personal de los órganos de control interno a que se refiere la fracción anterior y designar a sus titulares y demás servidores públicos que lo integren.

Y lo que decía, precisamente, el Comisionado Sánchez Nava es, son adscritas de manera orgánica a los entes, pero en términos administrativos, que es el asunto del pago, que es una cosa distinta, por lo tanto la Contraloría General tiene facultades, precisamente, para nombrar, remover y por tanto toda la documentación que acredite el nombramiento de estos contralores.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- (…) Administración Pública, digamos, que no sé para qué leímos todo eso.

O sea, aquí obviamente todos son parte de Administración Pública, eso sí, del Distrito Federal, eso pues ya lo sabemos todos, pues eso no hay problema, son parte, pero ser parte, no implica, digamos, pues para eso están diferenciados, porque si todos fueran iguales, pues para que los diferencias, ¿sí?

Éstos tienen personalidad jurídica propia, tienen por ejemplo, tienen un R.F.C. propio, distinto al que se maneja por ejemplo en gobierno, por decir otro tipo de cuestiones que son distintas, no, no, por eso estoy diciendo, bueno, otra cosa distinta que tienen es que sus contralores,- lo veremos con el Contralor el día que tengamos la reunión- no son nombrados por el Contralor, son nombrados por sus Juntas de Administración, lo que tengan, porque muchos de estos, por ejemplo, el INVI tiene una Junta, etcétera, etcétera, otros son y yo estoy de acuerdo, coincido con usted que no es lo más sano y lo más viable, es el propio quien propone o nombra.

Lo que nos leyó y muy bien el Comisionado Alejandro Torres es que lo que hace la Contraloría del Distrito Federal, con estos órganos descentralizados es coordinar, coordinar, sí, bueno, él lo leyó, y la que él dijo, también muy importante, determinar los requisitos, establece los requisitos más no nombra, volvemos a decir, el Contralor de los órganos descentralizados deberá cuando menos tener tres años de experiencia y deberá tener título de contador o a fin, no, no, no sé, una cosa, no, no me lo sé, eso es lo que determina la Contraloría y se acabó.

Pero quien los nombra de eso a que yo tenga el currículum, son dos cosas distintas, digamos, o sea, puedo tener, si me hubieran preguntado ¿cuáles son los requisitos que deben cumplir los contralores? Porque él no coteja eso, lo coteja para todos los demás, ¿sí? Para más simple, veamos, tal, o sea, y vuelvo a creer, si la Contraloría, digamos, ya contestó de esta forma y entregó los currículos de aquellas dependencias que son claras y evidentes que son parte de la Administración Pública centralizada, incluidas las delegaciones, como, digamos, no son parte de la… Pero y las delegaciones y de los otros, está claramente diciéndonos que porque tienen personalidad jurídica propia y autonomía, digamos, no autonomía, personalidad jurídica propia, recursos propios, en ese sentido, ¿sí? Esto, digamos, ella ya está imposibilitada, digamos, material y jurídicamente para hacer entrega de esta documentación.

Creo que la respuesta es contundente, sólo que estemos pretendiendo que aquí a la mejor, digamos, se les fue el asunto, está ahí, lo que nos acaba de leer el Comisionado es de que ellos están ahí nombrados administrativamente dependen de ellos, pues ahí está su expediente, ahí está su currículum, etcétera; que se coordinan con la Contraloría, no tengo la menor duda, se tienen que coordinar para una serie de cuestiones.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel, por alusiones personales.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Por alusiones, por alusiones personales, no, insisto en el 34 y dice, o sea, para ilustrar a este Pleno, dice: “A la Contraloría General corresponde el despacho de las materias relativas al control y evaluación de la gestión pública de las dependencias, órganos desconcentrados y entidades que integran la Administración Pública del Distrito Federal, ¿Los órganos en el caso, son parte de la Administración Pública?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Sí, pero no dice nombrarlos.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- En el numeral quinto, en la fracción V, lo que dice es: “Coordinar a las Contralorías internas que dependerán, dependerán de la Contraloría General y que ejercen funciones de control y fiscalización de las dependencias, órganos desconcentrados y entidades paraestatales de la Administración Pública del Distrito Federal, así como a emitir los lineamientos para su actuación.”

Fracción VI: “Determinar los requisitos, determinar los requisitos que debe reunir el personal de los órganos de control interno a que se refiere la fracción anterior, y designar a sus titulares y demás servidores públicos que los integren”, más claro, ni el agua.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, a ver.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- 34, V y VI.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo quisiera hacerle una pregunta al Comisionado Mucio. En el organigrama que presenta la propia Contraloría General, ¿en qué parte aparecen los organismos descentralizados?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres. Intervención, ¿verdad?

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.-  Sí.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Adelante.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias, bueno, quisiera nuevamente citar parte de la normatividad y que creo que nos puede también ayudar mucho, ¿no?

Me estoy refiriendo en este caso a la Ley del Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal, veamos lo que dice el Artículo, bueno, el capítulo V que es del control y vigilancia del instituto, el Artículo 24, cito: El titular del órgano interno de control del Instituto será nombrado – por lo que preguntaban- será nombrado y removido por el Contralor General del Distrito Federal y tendrá a su cargo las actividades relativas a control y evaluación de la gestión pública del Instituto.” Y así como bien dice el Comisionado Mondragón, pues los demás.

Entonces, yo creo que a la pregunta que se hacía hace rato, yo creo que este Artículo responde bastante contundente, Artículo 24, reitero, cito: “El titular del órgano interno de control del Instituto será nombrado y removido por el Contralor General del Distrito Federal”.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- No ha sido contestada mi pregunta, pero también quiero señalar algo importante. Nunca se ha negado, o sea, que no tengan una coordinación y una vinculación. Nunca se ha dicho en esta mesa, por parte de un servidor. 

Sin embargo, administrativamente, y lo señala la propia ley, está en que la contratación administrativa, pues es lo que estamos pidiendo, la contratación administrativa viene el currículum, vienen sus AR’S, su afiliación a la seguridad social, etcétera, etcétera, ahí es donde está ubicada la solicitud que hace el particular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Para responder la pregunta, Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí. Mi querido Fer, evidentemente lo que decimos es sí, la peculiaridad que tienen las contralorías internas en toda la administración pública es que quien les paga son los órganos, la administración pública de cualquier característica, pero por un asunto de pesos y contrapesos que tiene que ver, dependen de la Contraloría General, por lo tanto, el nombramiento, la remoción y toda la parte que tiene que ver con el perfil de ellos, ahora sí con el perfil curricular, etcétera, lo tiene la Contraloría General, y se los manda, no dependen, básicamente se los manda, y lo que hacen los otros es contratarlos, y por eso en el organigrama, digamos, de todas las dependencias, aparece la Contraloría Interna, pero esta, digamos, en la Contraloría General. 

Si tú ves hay una dirección de órganos desconcentrados, y ahí vienen todos los contralores internos de las dependencias. Sí hay, digamos, quien los coordina, hay una coordinación específica en el asunto de la Contraloría.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Es que no había intervenciones, pero ahorita, Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Yo por lo que veo, creo que podemos solucionar el tema con la propuesta que se hizo hace un momento, de que se le ordena a la Contraloría que entregue la información, en caso de no tener lo funde y motive adecuadamente y oriente al particular a la dependencia que lo puede tener.

Por todas las razones que aquí se han expuesto, los fundamentos normativos que hemos atendido, lo que podemos ver es que la Contraloría está obligada a tener sus currículas, sin embargo cabe la posibilidad de que en la operación no se esté formando un archivo dentro de la Contraloría de los expedientes de los contralores. 

Es decir, se conoce el expediente de equis persona, se le manda a tal ente público, y como se confía en que allá administrativamente se va a realizar la contratación, no se tiene cuidado de tener un archivo donde estén guardados los expedientes. Eso puede estar sucediendo, digamos, operativamente en la práctica, pero insisto en que por toda la normatividad y por las funciones de autoridad que ejerce la Contraloría General, sobre todo los contralores internos, por lo menos del Ejecutivo, debería tener esos documentos.

Por eso yo creo que, insisto en que la orden sea esa y con eso lo podemos salvar. Creo que seguir bordando más sobre el tema en uno u otro sentido, pues no tiene mucha utilidad, puesto que la orden que yo estoy proponiendo, creo, estoy convencido que resuelve la polémica.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Primero corrijo y con mi error, o sea, corrijo un error de que no son nombrados, está claramente aquí “nombrados”, se lo agradezco, Comisionado Mucio, en ese sentido, por el Contralor General. 

Bueno, la otra cuestión es que hay una, digamos, de que no los tienen. Ahora, estaba viendo, la dirección que contesta es la Dirección de Administración de la Contraloría General, que no es la única dirección, en teoría en la Dirección de Administración deberían de juntar todos los currículums del personal, en teoría. Ya vimos que no lo tienen, actuando, que diríamos él contestó de buena fe.

La otra es que haga una búsqueda exhaustiva en las otras direcciones y si hay una Dirección General yo no tengo aquí el holograma de contralorías internas, de órganos descentralizados, qué más, ahí debe estar. Pero vuelvo, digamos, a esa cuestión, que ahí se haga la búsqueda exhaustiva, pero yo sí dejaría, como lo propone el Comisionado Mondragón, que en dado caso funde y motive por qué no los tienen, y oriente.

¿Cuál puede ser el caso? El caso es que los nombre, el nombramiento del contralor, que es una hoja que uno siempre pega atrás de su escritorio, pero no había podido traer el currículum debiese, pero muchas veces sabemos cómo se hacen esos nombramientos. A mí cuando me nombró el rector de la UNAM, no sé si tenga mi currículum o el secretario general, yo muy orgullosamente tenía mi carta atrás con el nombramiento, el nombramiento está avalado, yo no sé si alguna vez tuvo el currículum, a él le tocaba hacer el nombramiento.

Reconociendo claramente que dado que tiene la Contraloría la facultad de hacer o nombra, no la facultad, nombra a los contralores basados en eso, le pedimos que haga una búsqueda exhaustiva en otras áreas y podemos especificarle en el área de las contralorías internas de los descentralizados, además de otras, en esta y en las demás, una búsqueda exhaustiva. 

En caso de que no se encontraran estos currículos, entonces según el motivo por el que no se tienen, puede ser lo que dice Luis Fernando, “no, ¿sabe qué? Yo tengo el nombramiento pero el archivo administrativo está allá y yo aquí no lo tengo”, o sea, lo debería de tener, si yo nombro a alguien cuando menos debo saber quién es, en ese sentido, pero bueno, en dado caso, funde y motive por qué no los tiene, o a lo mejor de algunos los tiene y de otros nos los tiene, o a lo mejor de algunos los tiene y otros no los tiene, puede ser el caso, en ese sentido funde y motive de los que no tenga, y obviamente haga la orientación correspondiente.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo en una cuarta vuelta, favor de manifestarlo. Comisionado Alejandro Torres, tiene usted el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. 

Me parece una buena salida lo que se está planteando aquí. Sí señalar que de todos modos está la convicción de que la Contraloría General debe tenerlos, y efectivamente tendrá que hacer la búsqueda exhaustiva porque hay una Dirección General de Contralorías Internas en Entidades, donde ahí deben tener, porque están adscritos todos los contralores a ellos, pero además nuevamente reiterando el 34, la fracción quinta y sexta de la Ley de Administración Pública del D.F., sobre todo la sexta, que es donde determina la Contraloría General los requisitos que debe reunir el personal de los órganos de Control Interno, que ya después mediante la circular uno los debe de verificar, sí, pero bueno, finalmente establece los requisitos la otra. Por supuesto, no va a mandar a alguien que no los cumpla, tiene que verificarlos, va a cuidar, seguramente cuida mucho a quien va a mandar a otra entidad como al Órgano Interno de Control, al contralor, y ya que la dependencia le pague, pues sí, claro, está correcto, así está armado, tú le pagas, pero yo te lo mando, ¿no? 

Entonces primer momento, y yo te voy a mandar a alguien que cumple con los requisitos que además yo pongo, entonces ya después hay un proceso de verificación. Y además como vimos, por ejemplo, en la ley del Instituto de Verificación Administrativa, es que es el contralor general el que lo nombra.

Entonces me parece buena esta salida que se plantea, para que se haga la búsqueda exhaustiva, que aquí además en la parte de cumplimiento se verifique que haya ocurrido esa búsqueda exhaustiva, y si persiste esta expresión de que no se tienen estos, tales currículos, entonces lo funde, lo motive, y además haya, remita, pues, la solicitud a quien si lo tenga, porque además de lo que se trata es de que la persona tenga la información, el documento. 

Entonces, bueno, si ya está claro y además acreditado que no lo tiene, bien, perfecto, entonces hay otra área en el otro ente que sí lo puede tener, pero en primera instancia y con el propósito también de cumplir con el principio de expedientes, entonces que lo traiga la Contraloría General.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con la ruta que se ha propuesto, sobre todo en aras de garantizar el asunto de acceso a la información, y nada más agregar que hay hechos notorios que en otro recurso ya entregó los currículos porque sí los tiene, entonces seguramente los va a tener. Entonces vayamos en esa ruta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, voy a someter a votación el recurso 522 de la Contraloría. Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar para ordenarle que haga una búsqueda exhaustiva en todas las áreas de la Contraloría y para poder hacer entrega de esta documentación, en caso de no tenerla funde y motive por qué no la tiene y haga las orientaciones correspondientes a las dependencias. 

Y, digamos, que se traiga el hecho notorio en el recurso de que en otras ocasiones ya ha dado currículos de este tipo de organismos. Los que estén de acuerdo, ¡ah!, e incorporando toda la normatividad por la cual debiese tenerlos, por lo cual se le está ordenando la búsqueda exhaustiva.

Entonces los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.522/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Vienes en el mismo sentido, y yo creo que la resolución que sea igual, en el mismo sentido, por obviedad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el recurso 523, Contraloría General, el sentido sea modificar en los mismos términos del anterior, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Comisionado Alejandro. 

Comisionado Alejandro, sí voto, ¿verdad? Por unanimidad se aprueba el proyecto de resolución RR.SIP.523/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto del Deporte del Distrito Federal.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Es igual, es como viene.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Que haya búsqueda interna y es confirmar. Está canalizando, pero también está dentro de las facultades internas del…

C. OSCAR GUERRA FORD.- Del Instituto.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Claro, claro. Ahí cambia también.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Espero que sí sepa quién es su contralor, o sea, se lo nombraron y todo lo que quieras pero por si lo conoce, ¿no?

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Es en el mismo sentido, o sea, también tiene facultades.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Sí, que haga una búsqueda exhaustiva, sino lo manda a la Contraloría. So quieren lo abrimos, lo abrimos a discusión. Entonces si nos hace favor, Directora Jurídica, de exponernos el 527.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto del Deporte del Distrito Federal. Expediente: RR.SIP.527 de 2013. Se solicitó saber si se contaba con registro de la evaluación a que se menciona el numeral 1.3.10 de la circular 1/2012, a favor del actual contralor interno, la fecha de su nombramiento, copia de su currículum vitae, último nivel de estudios y, en su caso, número de cédula profesional.

Como respuesta, el ente obligado canalizó la solicitud ante la Contraloría General del Distrito Federal, ya que no contaba con las atribuciones correspondientes para su atención. El recurrente se inconformó al señalar que se afectó su derecho de acceso a la información pública, ya que orgánicamente la Contraloría Interna está adscrita al ente obligado, por lo que debía contar con la documentación requerida para su contratación. 

Sin embargo, de la revisión a la respuesta impugnada en relación con la normatividad aplicable, se advirtió que la Contraloría General del Distrito Federal cuenta con atribuciones para coordinar a las contralorías internas de las dependencias, órganos desconcentrados y entidades paraestatales de la administración pública del Distrito Federal, así como para designar a sus titulares y demás servidores públicos que los integran. 

Además, las contralorías internas de las entidades de la administración pública del Distrito Federal, como el Instituto del Deporte, en su calidad de organismo descentralizado, dependen jerárquica, técnica y funcionalmente de dicho ente, por lo que la Contraloría General del Distrito Federal era la que conforme a sus facultades se encontraba en posibilidades de pronunciarse respecto de lo requerido. 

Por tal motivo, la actuación del ente recurrido garantizó el derecho de acceso a la información pública del solicitante, al haber canalizado su requerimiento ante la oficina de información pública del ente obligado competente, para atenderla, en estricto apego a lo dispuesto en el Artículo 47, antepenúltimo párrafo, de la ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mondragón. Luis Fernando Sánchez, perdón.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Es que tiene que ser en congruencia, en congruencia con lo que resolvimos en los pasados, porque si de alguna manera lo estamos canalizando o aceptando que se canalice a la Contraloría General, y la Contraloría General no tiene archivos, entonces estamos matando ahí la solicitud de información y le estamos danto mate ¡eh!, y ya no hay oportunidad de que regresa a los archivos del propio Instituto del Deporte.

Y el Reglamento Interior del Instituto del Deporte del Distrito Federal, Artículo 5º dice: “Para el ejercicio de sus atribuciones, planeación y el despacho de los asuntos que le competen, el Instituto contará con los siguientes órganos: 9) Contraloría Interna”. O sea, tiene que ser en congruencia con lo que resolvimos, porque si no, de otra manera lo canalizamos a la Contraloría General, la Contraloría General dice “pues yo no soy”, porque todavía no sabemos qué ha dicho la Contraloría General, todavía no lo sabemos, porque allá mandatamos que si se encuentra los archivos, lo entregue, pero todavía no sabemos qué va a responder, en el cumplimiento de la resolución. ¿Si dice que no encontró nada? ¿Y si sí lo tiene el Instituto del Deporte?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Parecería en primera instancia que para actuar en congruencia deberíamos de confirmar la respuesta del Instituto del Deporte, pero creo que no es así, es todo lo contrario. No, no debemos de confirmar la respuesta, porque para empezar ya se le dio la normatividad donde se dice que ya estamos claros de que la Contraloría General los nombra, pero ya se dio la normatividad donde se establece que administrativamente dependen, y entonces administrativamente dependen, pues ahí se les hace la contratación, se les recoge el currículum vitae, etcétera.

Entonces estamos en un caso, desde el principio, en que pueden ser congruentes, pero el criterio que yo había mencionado en mi intervención, en el recurso anterior, fue en el sentido de decir que cuando dos entes puedan tener la misma información, al primero al que le llega la solicitud está obligado a dar la información y no necesita canalizar más que si tienen únicamente información parcial o por algún motivo no la tuviera en ese momento, por cuestiones de coyuntura.

Por eso yo creo que la propuesta es modificar, no confirmar, sino modificar y dar la misma orden: que haga una búsqueda exhaustiva y que funde y motive, en el caso de que no la tenga, y que canalice a la Contraloría, en su caso. ¡Ah! ¿Ya canalizaron? ¡Ah, bueno!

C. OSCAR GUERRA FORD.- Vamos a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el recurso 527 del Instituto del Deporte el sentido sea modificar para que haga una búsqueda exhaustiva en sus áreas sobre la información solicitada, y en caso de no tenerla, funde y motive su respuesta. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.527. El plazo de respuesta es.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Cinco días.

Pasaríamos al recurso 657.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Gustavo A. Madero. Expediente RR.SIP.657 de 2013. Se solicitaron todos los documentos en poder del gobierno del Distrito Federal y la delegación Gustavo A. Madero en relación con el establecimiento ubicado frente a la Unidad Lindavista Vallejo manzana 2, que es propiedad del Gobierno del Distrito Federal, y que era administrado por particulares condóminos de las unidades antes referidas.

El ente obligado respondió que el 5 de abril de 2013 se celebró la Cuarta Sesión Extraordinaria del Comité de Transparencia Delegacional, en el que se resolvió que la información requerida se encontraba definida como de acceso restringido en su modalidad de reservada, toda vez que existía un procedimiento de recuperación administrativa en gestión, motivado por la (…) a un bien del dominio público, respecto del inmueble ubicado en el camellón de la avenida Eje Central Lázaro Cárdenas, casi esquina con Eje 5 Norte, frente de la Unidad Habitacional Lindavista-Vallejo, manzana 2, delegación Gustavo A. Madero. Adicionalmente, en cumplimiento al Artículo 42 de la ley de la materia, detalló los rubros de dicho precepto.

El recurrente se inconformó al manifestar como primero y segundo agravio consideraciones del proceder del ente obligado ante diversas circunstancias y como tercer agravio solicitó la entrega de toda la documentación requerida en términos de la ley de la materia.

Ahora bien, del estudio realizado a los agravios primero y segundo no están encaminados a combatir la respuesta otorgada por el ente, por lo que se determinó que son inoperantes.

En relación al agravio tercero, se determinó que la clasificación hecha por la delegación respecto del expediente es contraria a Derecho, por lo que debe emitir una nueva. Asimismo, existe una omisión del ente recurrido para pronunciarse en relación a si el expediente que refirió en su respuesta es el único documento con el que cuenta, lo que rompe con el principio de exhaustividad y se le ordena se pronuncie respecto de lo entregado, en la información adicional que en su caso pueda detentar.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración. Comisionado Luis Fernando Sánchez. Perdón Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Está bien, muchas gracias. 

Con el sentido del proyecto, nada más un par de sugerencias. Dado que se rindió el informe de ley de manera extemporánea  y, en consecuencia se tiene por no rendido en el proyecto, entonces así lo indica además el mismo proyecto, sugeriría eliminar precisamente la referencia a la defensa que hace el ente a través de su informe de ley en  la página 10, es un párrafo, de cuatro párrafos, eliminarlo, dado que finalmente no lo rindió en tiempo. Y por lo mismo, sugerir la vista en el resolutivo 5º, bueno, y antes, en el considerando, la vista a la Contraloría precisamente por el informe de ley rendido de manera extemporánea.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, simplemente creo que hay que clarificar la orden, ya que en el punto uno no se comprende lo que se debe realizar, o a lo mejor a los que no somos abogados, pero también quedamos con una idea de tener recursos ciudadanos. Voy a leer: “Que la divulgación de la información lesiona el interés jurídicamente protegido por la ley, y que el daño que puede producirse con la publicidad de la información es mayor que la del interés de conocerla”, es una orden ¡eh!, “realizando una auténtica acreditación de los extremos de los anteriores supuestos con una adecuada fundamentación y motivación que permita dar certeza jurídica al recurrente, atendiendo la argumentación desarrollada en el apartado correlativo a la presente argumentación”.  No sé, pues que le diga así, “ejecuta la prueba de daño, tal y tal”.

Nada más, ¿alguien más? Entonces voy a someter a votación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 675 el sentido sea modificar y suprimir la referencia del ente, 657, Gustavo A. Madero, el sentido sea modificar suprimiendo la referencia del ente de su defensa en el informe de ley, y dar vista en el considerando 5º y en el resolutivo, y bueno, precisar esta última orden en un lenguaje un poco más ciudadano. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.657/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces vamos a pasar a los recursos de revisión en materia de acceso, que no han sido reservados por ningún comisionado, pero me ha pedido la palabra el Comisionado Luis Fernando Sánchez. Está usted en uso de la misma.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, nada más yo solicitaría a los señores comisionados, si ustedes lo autorizan, bajar el recurso de revisión 435, para una mejor redacción y la cuestión técnica-jurídica, una mejor resolución. Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo. Voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso de revisión 435, Contaduría Mayor de Hacienda, no sea discutido en esta sesión y sea resuelto en una próxima sesión, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad, se aprueba diferir su análisis y resolución, el proyecto relativo al RR.SIP.435/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, señores comisionados, vamos a omitir la lectura de los recursos de revisión que no han sido reservados por ningún comisionado, recordándoles que aquellas observaciones de forma pueden ser llegadas a la Secretaría Técnica para ser consideradas en el engrose.

Y voy a iniciar con el recurso 411, Secretaría de Transportes y Vialidad; el 495, Secretaría de Transportes y Vialidad; el 496, Secretaría de Finanzas y el 467, Sistema de Transporte Colectivo. Aquellos que estén de acuerdo que el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el 606, Secretaría de Transportes y Vialidad, el sentido sea modificar, se dé vista por no haber rendido el informe de ley, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el 542, Secretaría de Seguridad Pública; 469, delegación Cuauhtémoc; 470, Tláhuac; 473, Xochimilco; 530, Benito Juárez; 520, Policía Auxiliar del Distrito Federal; 525, Consejería Jurídica; 526, Instituto del Deporte, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el 458, Secretaría de Seguridad Pública y 477, Secretaría de Transportes Eléctricos del Distrito Federal, y el 524, Consejería Jurídica, y el 534, delegación Miguel Hidalgo, el sentido sea sobreseer por entrega de información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueban por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el 518, Tribunal Superior de Justicia, el sentido sea sobreseer por no constituir una solicitud de información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 475, delegación Xochimilco; 505, delegación Iztacalco; 566, delegación Tlalpan, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueban por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, agradecemos la presencia de la Directora Jurídica, licenciada Diana Hernández, y de todo el personal de la misma dirección. 

Y, Comisionados Ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en Asuntos Generales. Como no hay ningún asunto general que tratar, y siendo las dos de la tarde con seis minutos, del día 22 de mayo de 2013, se da por terminada la 18ª Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, agradeciendo a todos ustedes su amable presencia, que tengan muy buenas tardes y  muy buen provecho.
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